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“Se nos enseña la historia como se muestra una momia, con fechas y datos 
desprendidos del tiempo, irremediablemente ajenos a la realidad que 
conocemos y amamos y padecemos, y se nos ofrece una versión del pasado 
desfigurada por el elitismo y el racismo para que ignoremos lo que podemos 
ser, se nos oculta y se nos miente lo que fuimos”.   Eduardo Galeano. 
La investigación se basa en la problemática que se ha venido presentando hace 
más de 15 años en las comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò, y 
aunque el estado ha intervenido en esta situación incierta, con su proyecto de ley 
1448 (ley de restitución de tierras) no se ha logrado un gran avance frente a esta 
problema, lo cual es preocupante ya que por más de 15 años no solo se le ha 
vulnerado el derecho a una propiedad a estas comunidades, sino también los 
derechos art.11 a la vida digna, art.7 el estado reconoce y protege la diversidad 
étnica y cultural de la nación colombiana, art.63 los bienes de uso público, los 
parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 
resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y los demás bienes que 
determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. 
 
Es importante recalcar en esta investigación el proceso que se ha llevado a cabo 
por parte del estado en este caso de restitución de tierras, confirmar si realmente 
el estado ha intervenido de manera oportuna y eficaz en estas comunidades y si 
les ha brindado la protección que ellos necesitan. 
 
Con lo mencionado anteriormente se quiere dar a conocer al lector tomando como 
base a las comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò todo lo concerniente 
a el desplazamiento forzado y la aplicación que se le da al proyecto de ley 1448 de 
restitución de tierras por parte del estado y de las partes intervinientes. 
 
El problema es evidente, en esta región se han presentado situaciones como la de 
falta de protección a los líderes; una evidencia palpable de ello es la historia de 
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Manuel Ruiz, quien el  23 de marzo de 2012, fue retenido junto con su hijo de 15 
años por un grupo de paramilitares, cuando se desplazaban desde Mutatá hacia 
Apartadocito, en Curvaradó. Padre e hijo fueron asesinados con tiros de gracia y 
sus cuerpos hallados cerca del Puente del Río Sucio en Mutatá, días después de 
su retención. 
 
Manuel Ruiz era líder comunitario en el proceso de restitución de tierras de 
Curvaradó y Jiguamiandó y había solicitado medidas de seguridad a la Unidad 
Nacional de Protección del Ministerio del Interior pero nunca obtuvo respuesta. 
 
La historia se repite otra vez y una de las posibles causas es que el Estado no  les 
brinda a los líderes de restitución de tierras  todas las condiciones de seguridad 
que requería pese a que se ha denunciado el riesgo. ¿Tendrán que morir más 
reclamantes para que las garantías de seguridad sean reales y sus denuncias 
sean consideradas como verdaderas? Además de memoria y solidaridad con las 
víctimas, la reparación y la restitución requieren acciones concretas para que no 
se repitan tragedias como la muerte Manuel Ruiz y su hijo y muchos más líderes 
que termina por enlutar al país.   
 
Al respecto la constitución política de Colombia 1991 dice: 
“Uno de los interés del estado es el asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, 
dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden 
político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana”1 
 
En el año 2000, el INCORA adjudicó 46.084 hectáreas al Consejo Comunitario de 
Curvaradó y 54.973 hectáreas al Consejo de Jiguamiandó como territorios 
colectivos. Pese a ello, las familias que habitan estos territorios han sido víctimas 
                                                            
1 Colombia. Constitución Política 1991. Preámbulo. Editorial Temis 2014.  
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de diferentes violaciones de derechos humanos tales como amenazas, homicidios 
y desplazamiento forzado, hechos que ocasionaron la toma de medidas 
provisionales de parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para al 
menos 161 familias. 
 
Como un medio para proteger sus vidas, casi todos los pobladores se trasladaran 
a zonas humanitarias y de biodiversidad. Existen cinco zonas humanitarias y 
veintitrés zonas de biodiversidad en Curvaradó y cuatro zonas humanitarias y 
ocho zonas de biodiversidad en Jiguamiandó, en las que se encuentran cerca de 
211 familias. 
 
Las comunidades han debido enfrentar, entre otras situaciones, el nombramiento 
de personas ajenas a los intereses de la comunidad, como fue el caso de Germán 
Marmolejo quien fue reconocido como representante del Consejo comunitario de 
Curvaradó, y de quien se dice, es aliado de los palmicultores interesados en la 
explotación de la zona. Después de diferentes acciones, el señor Marmolejo dejó 
de ser reconocido como el vocero de la comunidad de Curvaradó. 
 
Han tenido también triunfos jurídicos como la sentencia 0073 del Tribunal 
Administrativo del Chocó quien en octubre de 2009 ordenó la entrega y devolución 
de los territorios por parte de los ocupantes a los legítimos propietarios. Este fallo 
estuvo precedido del auto 227 de 2009 en el cual la Corte Constitucional dirimió el 
problema de competencias suscitado por la tutela entre el Tribunal Administrativo 
del Chocó y un juzgado municipal en Santa Marta. 
 
Pese a las distintas órdenes judiciales, los territorios colectivos siguen ocupados 
por personas ajenas a la comunidad y la situación de amenaza a la violación de 
sus derechos persiste. Por ello, el 18 de mayo de 2010, se emitió un auto 
mediante el cual se adoptaron medidas cautelares urgentes para la protección de 
los derechos fundamentales de la población afrodescendiente de las cuencas de 
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los ríos Curvaradó y Jiguamiandó, víctimas del desplazamiento forzado, "al 
constatar la grave situación de riesgo, así como de amenaza que se cierne sobre 
éstas comunidades, las cuales vienen siendo sometidas a hostigamientos, 
señalamientos y persecución, todo lo cual hacía necesario adoptar medidas de 
prevención y de protección a la vida e integridad personal y frente a posibles 
nuevos desplazamientos"2. 
 
Concomitante con lo anterior la situación  problémica planteada hace referencia 
a que si bien es cierto el Estado cuenta con la Ley 1448 de 2011 conocida como la 
Ley de Victimas, por qué no se han restituido las tierras, ni se ha mostrado una 
efectiva implementación. 
 
Con lo mencionado se formula la siguiente pregunta problémica: ¿Son efectivas 
las medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas, en beneficio de las víctimas y la restitución de sus tierras en las 
comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò? ¿Por qué no se han restituidos 
las tierras a sus propietarios legítimos puesto que ya existe un proyecto de ley que 
así lo exige? 
 
La hipótesis se expresa en los siguientes términos: se puede constatar la ausencia 
de una respuesta estatal idónea frente a las necesidades específicas de las 
comunidades Afro descendientes, Teniendo en cuenta los años que ha pasado 
desde el momento en que a esta población se le ha desplazado forzosamente de 
sus tierras. 
 
                                                            
2 Colombia. Corte Constitucional. Auto 384 de 2010. Magistrado Ponente: Dr. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA. 
Referencia: Cumplimiento auto 18 de mayo de 2010, mediante el cual se adoptaron medidas cautelares 
urgentes para la protección de los derechos fundamentales de la población afro descendiente de las cuencas 
de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó en el departamento del Chocó, víctimas del desplazamiento forzado, en 
el marco del estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004 y de las órdenes 
impartidas en el auto 005 de 2009.Bogotá, D.C., diez (10) de diciembre de dos mil diez (2010) 
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Así mismo el Estado ha tomado diferentes posturas jurisprudenciales y 
doctrinales, frente a la ineficaz solución a esta problemática que hoy vive 
Colombia, a modo de ejemplo se señalan estas posiciones: 
 
El Auto 005 de 2009 habla sobre la protección que se ordena tener sobre estas 
comunidades negras, la prevención del desplazamiento teniendo en cuenta la 
evolución del conflicto armado y el fortalecimiento de las autoridades locales y a 
su representante legal del consejo mayor de las Cuencas, para así garantizar el 
uso efectivos de los derechos de la población victimas del desplazamiento 
forzado. 
 
La tutela T-025 de 2004 y sus autos de cumplimiento, consta serias 
irregularidades en el proceso de elección del representante legal del Consejo 
Mayor de la Cuenca, así como sobre la persistencia de campañas de desprestigio 
y amenazas contra sus líderes, de perturbaciones al uso y posesión de los 
territorios colectivos y de aumento de las tensiones y de los riesgos extraordinarios 
para la vida y la seguridad personales de la población de las comunidades de 
Jiguamiandò y Curvaradò, que ponían en riesgo la restitución material de sus 
territorios colectivos. 
 
De acuerdo con esto se puede entender que esta protección que se estableció en 
el Auto 005 de 2009 ha existió solo en el papel porque en práctica se ha visto 
vulnerados y no ha llegado a reparar estos daños morales y materiales que se les 
ha ocasionado por un conflicto armado y por intervenciones dañinas de personas 
inescrupulosas demostrando así que el Estado no ha podido ofrecer una Pronto 
solución. 
 
Tomando estos pronunciamientos como base la hipótesis expresa que para dar 
una solución se necesita el saneamiento de estas tierras ya que son tierras 
comunales y se demuestra así que se vulnero el art 63 de la constitución política 
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1991 de Colombia que refiere que “los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables”3. Y se ven afectadas por 150 
propiedades privadas que el estado debería sanear para poder restituir estas 
tierras sin el miedo de volver y encontrar unos grupos armados implantándose 
como dueños de estas propiedades. 
 
Para desarrollar esta pregunta propuesta se plantea el siguiente objetivo general: 
Determinar la efectividad de las medidas judiciales, administrativas, sociales y 
económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas y la restitución 
de sus tierras en las comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò y la razón 
por la cual no se han restituido las tierras a sus propietarios legítimos. 
 
En este orden los objetivos  específicos son: 
 Realizar un marco de referencia sobre la Ley 1448 de 2011.  
 Determinar los derechos que han sido violados a las comunidades negras 
deJiguamiandò y Curvaradò. 
 Establecer que ha pasado con el proceso de restitución de estas tierras desde 
el año 1996 hasta la fecha. 
 Analizar las estrategias judiciales, administrativas sociales y económicas 
planteadas por el Estado para la ayuda a las víctimas a partir del  1º de enero 
de 1985. 
 Ilustrar sobre el avance del  Estado frente a la ayuda humanitaria recibida por 
las víctimas de  Jiguamiandò y Curvaradò en el último año respecto de la 
restitución de sus tierras. 
 Evaluar de que forma el Estado puede sanear estas tierras a las poblaciones 
negras de Jiguamiandò y Curvaradò. 
                                                            




La investigación que se pretende realizar, es una investigación jurídica, como 
quiera que nuestro objeto de conocimiento es el la efectividad de las medidas 
judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas de la 
ley 1448 de 2011, en lo referente a las víctimas y la restitución de tierras en las 
comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò y la razón por la cual no se han 
restituido las tierras a sus propietarios legítimos.  
 
Esta investigación es de carácter descriptivo toda vez que busca identificar y 
caracterizar los elementos esenciales que integran la ley y las estrategias 
propuestas por el Estado  para el efectivo cumplimiento en lo atinente a la 
restitución de tierras.  
 
Este ejercicio investigativo se apoyará en la investigación cualitativa que está 
orientada al estudio en profundidad de la compleja realidad social, en este casola 
efectividad de la Ley 1448 de 2011 frente a la restitución de tierras en las 
comunidades negras de Curvaradò y Jiguamiandò y la razón por la cual no se han 
restituido las tierras a sus propietarios legítimos. 
 
El método escogido para que nos conduzca a los conocimientos requeridos y a 
las soluciones necesarias, es decir, en sentido epistemológico, el que nos permite 
acercarnos al objeto de conocimiento de una forma objetiva es el método teórico, 
en su especie de análisis y síntesis, puesto que, se descompondrá en sus 
elementos  esenciales el objeto investigado, para llegar así a obtener nuevos 
conocimientos. 
 
Así pues, se logrará un conocimiento multilateral, esencial del objeto de estudio, 
es decir, al descomponer este estudio en aspectos históricos, sustanciales, 
procesales y jurisprudenciales, se obtendrán conocimientos nuevos en cada uno 
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de estos ámbitos y así podremos distinguir lo relevante de lo irrelevante en el 
tema.  
 
En cuanto a la planeación estratégica metodológica para el logro del aporte fáctico 




MARCO TEÓRICO   
No obstante la especial protección constitucional  con que el 
Constituyente de 1991, rodeó los derechos fundamentales, 
y la obligación del Estado de protegerlos, constantemente 
se observan violadas en el marco del conflicto armado 
interno del país.  El Estado en busca de efectivas 
soluciones promulga la Ley 1448 de 2011, ofreciendo ayuda 
humanitaria, restitución de los despojados, restitución de 
vivienda entre otros,  en este caso el  saneamiento de 
tierras en las comunidades negras de Curvaradò y 
Jiguamiandò.   
PLANEACIÓN DEL 
TRABAJO DE CAMPO 
El análisis documental y el análisis de fuentes para 
fundamentar los antecedentes del problema. Comparación 




















VALIDACIÓN DE LOS 
Describir la efectividad de la aplicación de la Ley de 
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Efectividad de la Ley y estrategias del 
Estado para la restitución de tierras en las 
comunidades negras de Curvaradò y 
Jiguamiandò y la razón por la cual no se 






de la Ley 1448 de 2011 para  en integrar el sentido de la 
norma, con lo  ya realizados o posibles de realizarse en 
aras de verificar la eficacia de la misma. 
Inicialmente se planea el análisis documental y de fuentes, 
luego determinará la efectividad de las medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas, en beneficio de las víctimas y la restitución de 
sus tierras en las comunidades negras de Curvaradò y 
Jiguamiandò y la razón por la cual no se han restituido las 
tierras a sus propietarios legítimos. Y se espera establecer 
que ha pasado con el proceso de restitución de estas tierras 
desde el año 1996 hasta la fecha, e ilustrar sobre el avance 
del  Estado frente a la ayuda humanitaria recibida por las 
víctimas de  Jiguamiandò y Curvaradò en el último año 
respecto de la restitución de sus tierras. Lo anterior en aras 
de evaluar de qué forma el Estado puede sanear estas 
tierras a las poblaciones negras de Jiguamiandò y 
Curvaradò. 
 
Es de gran relevancia y  conveniencia este ejercicio investigativo y  tiene un gran 
valor social, toda vez que es un tema de actualidad política, social y jurídica, que 
se origina por la misma situación del país que ha cobrado bastantes victimas que 
se encuentran en el olvido y que reclaman junto con sus familiares, el derecho a la 
restitución de sus tierras que está dado por la ley. 
  
Se considera que la novedad científica del presente trabajo está dada por la 
apertura a la discusión en el ámbito jurídico y social  sobre la efectividad de la 
nueva ley y las estrategias que utilizara el estado para cumplir con lo escrito, en el 







CAPITULO 1  
REFERENTES TEÓRICOS PARA LA CONTEXTUALIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.1 ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
Al respecto del tema de restitución de tierras se han hecho varios planteamientos, 
entre ellos se encuentra un escrito importante de Leidy Lizbeth Alpargatero Ulloa4  
Plantea que la multicausalidad e incluso multiescalaridad del problema del 
desplazamiento no se reduce únicamente a un tema de violencia, sino que cada 
vez más, diversas causas pueden confluir generando, en todo caso, una violación 
sistemática de los derechos. Realizar un balance crítico del estado de la discusión 
presente en la documentación sobre el desplazamiento en Colombia, a partir de la 
última década. 
Este documento muestra la llamada época de la violencia entre los años 1946 - 
1958, la cual significó el despojo y la expulsión de cerca de dos millones de 
colombianos, quienes debieron dar paso a las necesidades de tierra para el 
modelo agroindustrial que empezaba a gestarse y fueron objeto de las 
persecuciones, odios y violencias de los grupos armados "legales" e ilegales que 
actuaban en nombre de los partidos conservador y liberal en la época. 
Las décadas de los ochenta y noventa representan otro hito histórico en los 
procesos de despojo y expulsión, pues se caracterizan por una nueva agudización 
de la violencia, que en ocasiones no es más que la manifestación o continuidad de 
viejos conflictos y problemas no resueltos pero en estos tiempos no se reconocía 
como desplazamiento forzado ya que se le atribuía a razones exclusivamente 
                                                            
4Leidy Lizbeth Alpargatero Ulloa Pontificia Universidad Javeriana-Facultad de Ciencia Política Y Relaciones 
Internacionales.Trabajo de grado presentado como requisito parcial para optar al título de Magister en 
estudios políticos 2011 
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económicas o calamidades ambientales luego en 1995 se empieza a llamar  
desplazamiento forzado, donde reconoce el gobierno que está vinculado con  la 
violencia y que se debía incluir en la agenda pública ya que era un tema 
humanitario. 
 En las dos últimas décadas en Colombia, al igual que en otros países 
latinoamericanos, se consolida el modelo neoliberal y se acentúan los llamados 
procesos de modernización del Estado, los cuales para el caso particular de este 
análisis, implican la restitución del territorio y sus relaciones de acuerdo a las 
necesidades de producción. 
Donde empiezan a diferentes ordenamientos jurídicos de gran importancia como 
lo es la sentencia T-025 del 2004; donde se declara un estado de cosas 
inconstitucional con respecto a la situación de la población víctima del 
desplazamiento forzado esto se da por el gran número de tutelas que afectan los 
derechos humanos. 
Los resultados que se presentan en esta investigación demuestran que los grupos 
armados irregulares como forma de violencia política tanto su vinculación como 
desvinculación de estos grupos afectan el desplazamiento y el arraigo de las 
personas. 
Teniendo en cuenta el número de personas que se registran como desplazadas 
mayormente se encuentran en dos de las principales ciudades; Bogotá y Medellín 
estas dos ciudades son las pioneras en la implementación de Planes Integrales 
Únicos donde se activa la figura creada con la Ley 387 de 1997, las Unidades de 
Atención y donde se dan espacios de orientación, contando con una amplia 
participación institucional y de organizaciones de la sociedad civil, así como de 
Organizaciones Nacionales de Población Desplazada, para llegar a estos espacios 
se les dio responsabilidad a entes territoriales en la atención de este impacto que 
está viviendo Colombia así fue que con resolución orgánica 6097 de 2009 de la 
contraloría de la Republica se reglamenta la vigilancia sobre los entes territoriales 
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en esta materia: CONPES 3400 de 2005; exponiendo unas metas que el gobierno 
debe asumir para demostrar un compromiso con la política de atención con la 
población desplazada acorde a unas obligaciones constitucionales y legales. 
La ley 1190 de 2008, este año se declara como el año de la promoción de los 
derechos de la población desplazada, esta reglamenta las responsabilidades de 
los entes territoriales en la creación e implementación de planes integrales y de 
invertir en viviendas de interés social para así poder cumplir la reubicación de 
estas personas desplazadas debiendo los alcaldes y gobernadores dar un informe 
detallado a Acción Social. 
En efecto a esto el documento señala que  la política pública intenta superar la 
atención asistencial y humanitaria y se encamina a la consolidación de una política 
estructural de generación de ingresos y de tierras para lo cual el actual gobierno 
de Juan Manuel Santos representa un progreso importante, a primera vista, con 
respecto a su antecesor, un cambio como lo es la nueva Ley de Tierras está no 
implica una reforma agraria, que es en esencia la causa estructural sistémica de la 
violencia, el desplazamiento y la pobreza, parece buscar la restitución de las 
tierras de las víctimas de desplazamiento forzado, avanzándose hacia la 
reparación de las víctima. 
Igualmente se expone que esta sentencia T-025 del 2004 tuvo un impacto 
significativo en Bogotá  ya que se da la creación de una política distrital de 
atención integral donde se procuraba la participación de la población desplazada 
como con las entidades del SNAIPD y organismos internacionales como ACNUR,  
creando así 5 centros o Unidades de Atención y Orientación –UAO-, adicional a la 
de Puente Aranda, como espacios de atención humanitaria de emergencia, en las 
localidades de Ciudad Bolívar, Kennedy, Suba y San Cristóbal; así mismo se creó 
una UAO en el terminal de transporte para atender directamente e inmediata a las 
víctimas de desplazamientos que llegaban allí esto se dio en el periodo de 
gobierno de Luis Garzón. 
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Siendo así que en cada localidad se buscó la creación de los comités locales de 
atención integral los planes integrales de atención local, donde se produjeron 
diferentes proyectos como lo fue la entrega de subsidios complementarios de 
vivienda; un programa de generación de ingresos con recursos de la Unión 
Europea, ejecución del programa de Familias en Acción, así como se instaló un 
albergue temporal operado por la Cruz Roja Colombiana, con recursos de la 
Secretaría de Gobierno del distrito. 
Influyendo así  en un gran avance la ciudad de Bogotá sobre la proyección del 
desplazamiento forzado como también se ve reflejado en la protección a la red 
hospitalaria pública, no solamente para urgencias, sino para consulta externa y 
demás atención requerida, logrando vincularlos de manera rápida al régimen 
subsidiado de salud. De igual manera, la población se inserta efectivamente en el 
sistema educativo distrital y  la Implementación en el marco de la Región Capital 
de procesos de reubicación o retorno bajo el concepto de “Regreso a Territorio 
Seguro” (Garantía de seguridad a personas y redes sociales y comunitarias).  
La autora toma aspectos importantes como lo son la políticapública de 
desplazamiento y el enfoque sistémico: el todo es más que la suma de las partes 
partiendo de que es un sistema, cuáles son sus características y sus falla para 
llegar así al concepto sistémico del desplazamiento forzadodefiniendo este último 
así; Articulo 1 de la ley 387 de 1997: Es desplazado toda persona que se ha visto 
forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de 
residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad 
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 
directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes 
situaciones: Conflicto Armado Interno, Disturbios y tensiones interiores, Violencia 
generalizada, Violaciones masivas de los DDHH, Infracciones al DIH, 
Circunstancias de alteración del orden público. 
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Determinando así la tensión existente entre las necesidades de garantía de 
derechos de las víctimas y los medios que el Estado tiene para satisfacerlos o 
restablecerlos, impacta el sistema político, representado en el Estado Social de 
Derecho que se erige a partir de la Constitución Política de 1991. Esta tensión 
pretende resolverse a través de la creación, implementación y evaluación de una 
política pública buscando así un plan para combatir esta situación y haciendo de la 
misma manera análisis profundo para llegar  determinar el número de desplazados 
y así poder dar unas soluciones a este problema. 
Por lo anterior la investigación muestra que  Colombia comenzó a registrar a los 
desplazados internos en 1997, actualmente tiene un total de 3,3 millones de 
desplazados internos. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional (Acción Social), fuente oficial del país, registra 
3.623.961 personas en situación de desplazamiento, siendo el 2002 el año en el 
que se registra el mayor número de víctimas.  
Siendo así una demostración de que en cada año recorrido va subiendo el número 
de desplazados como lo afirma o mejor como lo demuestra la  Organización No 
Gubernamental  CODHES que informa que durante el periodo 2002- 2009 la cifra 
de desplazados asciende a 2. 412.834 personas. Esto quiere decir que de un total 
aproximado de 4.915.579 personas que han sido desplazadas en los últimos 25 
años en Colombia, el 49% fueron expulsadas de sus tierras desde que se inició el 
gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez. 
En virtud de lo anterior, se expone en el documento las soluciones que ha tenido 
Colombia al responder a tal situación ya que el país ha desarrollado una política 
pública para la atención de las víctimas de la violencia, la cual si bien ha mitigado 
la crisis humanitaria, aún no logra resultados exitosos y generalizados de 
retorno, reparación y estabilización socioeconómica de quienes a la fecha se 
encuentran registrados. Esta situación es aún más preocupante ante el contexto 
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de permanencia del conflicto armado siendo esto un resultado de las limitaciones 
de la política de seguridad democrática y la desmovilización. 
Con diferentes proyectos se trata de buscar la restitución de las tierras de las 
víctimas de desplazamiento forzado para que estas personas no sigan en 
ciudades donde no pueden y no tienen un empleo o una actividad económica 
viéndose en la situación de cometer actos delictivos o trabajar en empleos 
informales para poder obtener un dinero por ello se necesita una reparación a esa 
víctima y así mismo una justicia eficaz   
A través de este documento se muestra un análisis profundo cuantitativo y 
cualitativo donde describe e informa la situación en la que victimas del 
desplazamiento acuden a grandes ciudades a refugiarse y muestran los factores 
que principalmente provocan estos desarraigos tomando unos tiempos claves para 
ver el proceso que ha tenido esta situación Y mostrar que a pesar que Colombia 
ha hecho un esfuerzo en sus diferentes gobiernos aún no se ha podido desgarrar 
esta situación como lo dice la investigadora: Con el desplazamiento interno 
forzado se ha agudizado más la concentración de la tierra y paralelamente se ha 
agudizado el problema de pobreza e indigencia y en relación con el fortalecimiento 
institucional el balance está centrado en dos elementos: fortalecimiento de la 
justicia y apoyo a los derechos humanos en relación con el primero, se resalta la 
implementación del Sistema Penal Acusatorio, el fortalecimiento de las 
capacidades para la investigación criminal, el mejoramiento del acceso a la justicia 
a través del Programa Casas de Justicia, la creación de Centros de Convivencia 
Ciudadana y el fortalecimiento de los Mecanismos Alternos de Solución de 
Conflictos.  
En cuanto a la protección de los derechos humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario se señala la aprobación en marzo de 2006 de un documento 
CONPES que busca fortalecer la capacidad del estado para la investigación, 
juzgamiento y sanción para las infracciones y violaciones en esta materia. 
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Igualmente, se subrayan los avances en el respeto y la formación por parte de las 
fuerzas armadas en este campo, así como en los resultados en los programas de 
protección a los defensores de los derechos humanos en Colombia, para que con 
estos elementos se pueda llegar a construir una verdadera reparación a estas 
personas que fueron desplazadas por un conflicto armado y poder llegar una 
verdadera justicia. 
Y concluyeresaltanndo la importancia de establecer una estructura organizacional 
que permita generar atenciones a las personas que fueron desplazadas de sus 
tierras y restableciéndolos en sus territorios. 
Con este  estudio pueden evaluarse alcances, estrategias y mecanismos y 
replantearse estructuras y funciones de actores públicos y privados. A partir de 
fuentes variadas y desde distintas perspectivas disciplinarias, los trabajos 
analizados se orientan a realizar aportes a discusiones conceptuales y teóricas 
centrales para pensar así responder preguntas relacionadas con la construcción 
de políticas públicas y alrededor de las responsabilidades que tiene el Estado 
Su propuesta se basa en superar la definición de la biopolítica a partir del Estado, 
de las formas y organizaciones sociales, y pensar la biopolítica a partir de la 
sociedad civil, siendo así esta una atención a los desplazados constituyendo así la 
esperanza de un sistema que se dirige a la Vida y no a la Muerte. 
Las víctimas deben jugar un papel más protagónico, para que así se llegue a 
reivindicar el derecho a la tierra, a la vida digna y a un cambio social radical, un 
nuevo ordenamiento territorial y una verdadera reforma agraria; su responsabilidad 
es resistir a toda forma de violencia y un ataque frontal a todas aquella estructuras 
corruptas, impidiendo que tales estructuras permeen los procesos comunitarios y 
de base y por último la adopción de una ética civil que se sustenta en la 
democracia como forma de vida.   
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Para el Estado, existe una responsabilidad mayor como lo es la política pública, 
para constituirse en una organización discursiva y argumentativa, una forma de 
acción sobre el mundo y una forma de organización social. Reconociendo así los 
derechos se una sociedad civil y de las 
víctimas.                                                             
Nayibe Castro Novoa y  Mario Alejandro Neita Echeverry 5 plantean en su textoLa 
restitución de tierras en Colombia: un desafío en medio del conflicto ¿Cuál es la 
posibilidad de éxito o fracaso del proceso de restitución de tierras en Colombia? 
En este texto se describen los procesos de restitución de tierras de Colombia y 
Sudáfrica en perspectiva comparada, como base para estudiar las posibilidades 
de éxito o fracaso del proceso colombiano. Y se concluye que para poder llegar a 
un resultado de carácter adecuado, respecto de la política de restitución de tierras, 
es sumamente importante tomar como base la parte teórica o conceptual, lo cual 
va a aclarar el concepto de justicia transicional y todo lo que concierne en cuanto a 
la reforma agraria, ya que estos dos conceptos se pueden confundir de esta 
manera podría llevar a cometerse errores en la forma de interpretar los procesos. 
En primer lugar, la reforma agraria es el mecanismo para poder modificar la 
estructura y la forma de producción agrícola, y todo lo que maneja el sector rural 
siendo independiente de lo que se denomina restitución de tierras que se 
encuentra dentro de la hoy llamada justicia transicional la cual tiene como fin 
reparar, indemnizar a las víctimas que han sido resultado de la violencia. 
Esto que quiere decir que no será lo mismo generar políticas que desean la 
reparación de las nombradas víctimas del conflicto armado resultado del despojo 
de las tierras y el desplazamiento forzado, a hablar de la redistribución de la tierra 
que se otorga para mejorar la producción de la tierra a continuación se 
                                                            
5Nayibe Castro Novoa, Mario Alejandro Neita Echeverry La restitución de tierras en Colombia: un desafío en 
medio del conflicto Fundacion Universitaria San Martín - En el marco de semilleros de investigación de 
estudios internacionales comparados año 2013 
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determinara las diferencias entre reforma agraria, restitución de tierras y justicia 
transicional. 
Los conceptos de Justicia transicional y restitución de tierras se pueden tomar de 
igual manera en cuanto al momento o al tema del que vienen es decir que existe 
un vínculo de un termino con el otro ya que esto nace de un mismo tema y se 
viene a hablar de ello en el ámbito del posconflicto, la  justicia transicional está 
dentro del tema de justicia y paz por estar razón el vínculo que existe de estos dos 
conceptos, 
Este tipo de justicia excepcional es un modelo jurídico que busca general un 
equilibrio de paz y justicia luego de salir de un margen de violencia, este modelo 
está compuesto por cuatro elementos que son; acciones judiciales contra los 
autores individuales de crímenes, la promoción de iniciativas de búsqueda de la 
verdad, la reparación material e inmaterial de las victimas resultados de 
violaciones de derechos humanos y como último elemento la reforma inmediata de 
instituciones importante para la gobernalidad democrática.  
Los procesos de justicia transicional se rigen por las exigencias jurídicas 
establecidas en el ámbito internacional, que buscan castigar  a  los que tienen la 
responsabilidad de llevar a cabo los crímenes de guerra, de lesa humanidad que 
se generó antes del momento de la transición, en la justicia transicional para poder 
súper los limites existentes entre justicia distributiva y justicia correctiva en lo 
crímenes cometidos a los derechos humanos, esta tiene como fin luchar por una 
verdad, justicia y reparación y claramente ir en contra de la impunidad. 
Loa autores plantean que dentro del marco internacional de los derechos humanos 
se ha podido avanzar en un campo mucho más grande en cuanto a la restitución 
con todo lo que este tema abarca como es la rehabilitación, indemnización, 
satisfacción y demás elementos que este tema maneje. Siendo así la restitución 
un componente esencial de la reparación y este se encuentra de primeras en 
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cuanto a la compensación. 
Continúan los autores diciendo que el fenómeno de tierra en Colombia tiene un 
pasado bastante fuerte, y a  pesar de intentar una reforma agraria en la nación, 
por parte de Alfonso López Pumarejo que trajo unos decibeles al conflicto social 
agropecuario.  
En 1936 se aprobó la ley 200 que abarcaba temas de tierras pero bastante 
precarios luego en 1944 con la aprobación de la ley 100 se dejó atrás los avances 
de la ley anterior, posteriormente de no dar resultado positivo estas dos leyes se  
aprueban la ley 135 de 1961 y la ley 1973 que dieron un avance y a la misma vez 
retroceso a la reforma agraria. 
Nace el fenómeno del narcotráfico y el paramilitarismo en los 90 que fueron un 
agravante para el incremento de la guerra interna en el país agudizando el 
conflicto social que existía de muchos años atrás, y es aquí donde los problemas 
por la tierra se mezclan con el conflicto armado, generando un alto índice de 
despojos, violencia y demás delitos de lesa humanidad hacia los campesinos, la 
grandeza de este problema genera la necesidad de cuidar, resguardar y proteger 
los bienes de la población desplazada por la violencia,  de esta manera el despojo 
debe verse como un proceso donde muchos factores deben intervenir para poder 
ayudar al desarrollo de políticas que garanticen los derechos patrimoniales de las 
víctimas. 
La tierra es un factor que va de la mano a las necesidades del ser humano como 
lo es el alimento, la vivienda y este derecho a la vivienda debe ser reconocido 
como base del derecho a la restitución y este trae consigo los derechos de 
posesión, tenencia y arrendamiento.  
Como lo menciona Alejandro Reyes entre las formas más comunes de despojo se 
ve la venta forzada, expropiación sin pago, transferencia de título a testaferros de 
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paramilitares, cuando corren las cercas para así poder englobar tierras de 
personas despojadas. Todo este incremento de abusos ha forzado a que el estado 
ofrezca respuestas normativas para poder proteger, prevenir y atender a la 
población vulnerada. 
Los principios de los desplazamientos internos; hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, de la organización mundial del trabajo que reconoce los 
derechos de propiedad y posesión que están en manos de las comunidades 
indígenas  
Los autores concluyen que:  
 La restitución de tierras es una ayuda que se toma como mecanismo para 
reparar a las víctimas que se les ha vulnerado sus derechos, donde no solo se les 
devuelva al estado anterior sino que se les mejore sus condiciones de vida, 
gozando de los derechos que tienen, de esta forma la reforma agraria no se tiene 
que dar solo por una situación de conflicto sino también para mejorar lo que es la 
estructura agraria y su producción  
 En cuanto a un marco jurídico en Colombia y Sudáfrica tienen ciertas leyes 
que se puede tomar como avance y respaldo para las victimas pero esto no es 
suficiente, porque el estado no conoce el conflicto como el fenómeno del despojo y 
por ende no hay garantía ni apoyo socioeconómico para que se pueda gozar de la 
tierra, también existen unos grandes obstáculos concentrados en algunas regiones 
del país, ya que hay unos intereses de poderes que no dejan avanzar al sector de 
productivo 
 Las condiciones son las que determinan el éxito y el fallo del proceso de 
restitución de tierras a las víctimas de violencia y despojo, por ende que exista un 
marco jurídico no es suficiente  para asegurar y garantizar el proceso de 
restitución, si se sigue estando en medio del conflicto interno, la pobreza extrema 
y la tan notoria desigualdad económica y social. 
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Paula Martínez Cortés6. Plantea que es  de interés profundizar en el proceso de 
restitución de tierras y en sus posibilidades reales de alcanzar sus objetivos, 
teniendo como referencia los recientes escándalos asociados al modelo 
desarrollista, extractivista y excluyente impulsado por el gobierno de Juan Manuel 
Santos, a saber: I) el acaparamiento de tierras en la Altillanura colombiana y otras 
regiones del país como Montes de María, II) los esfuerzos del gobierno por 
desmontar los pocos instrumentos jurídicos de defensa de los territorios indígenas,  
afrocolombianos y campesinos en el país y III) el manejo represivo del 
descontento social frente a la imposición del mencionado modelo desarrollista, 
tomando como ejemplo el reciente Paro Nacional Agropecuario, lo que evidencia 
la incomprensión gubernamental de la complejidad del conflicto que no sólo es 
armado y que es agravado por diversas medidas y decisiones oficiales. 
Con este escrito pretendeprofundizar en el proceso de restitución de tierras y en 
sus posibilidades reales de alcanzar sus objetivos, teniendo como referencia los 
recientes escándalos asociados al  modelo desarrollista, extractivista y excluyente 






                                                            
6Paula Martínez Cortés Ley de víctimas y restitución de tierras en Colombia en contexto. Un análisis de las 
contradicciones entre el modelo agrario y la reparación a las víctimas. Trabajo de Maestría en desarrollo 
Rural Local del programa Agrismundus de la Unión Europea. Universidad Nacional de Colombia, Facultad de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociales.  2013. 
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1.2 REFERENTES  TEÓRICO-CONCEPTUALES 
1.2.1 Situación actual de Colombia 
 
Los derechos fundamentales en Colombia basados en la dignidad de la persona 
definida por DWORKIN como “…derecho a no sufrir la indignidad, a no ser tratado 
de manera que en sus culturas o comunidades se entiende como una muestra de 
carencia de respeto”7 y desarrollada por la Corte Constitucional Colombiana, quien 
ha concretado tres ámbitos de protección de la dignidad humana: 1) la autonomía 
y posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 
(vivir como quiera); 2) el disfrute de ciertas condiciones materiales de vida (vivir 
bien); y, 3) la intangibilidad de los bienes no patrimoniales, la integridad física e 
integridad moral (vivir sin humillaciones). Son ellos violentados día a día en 
nuestro país, producto del conflicto armado interno, producidas entre otros por el 
narcotráfico, los abusos de autoridad, la violencia socioeconómica arraigada en la 
injusticia social y las disputas por la tierra de violencia que han llevado al deterioro 
de la situación de los derechos humanos en Colombia. Ejemplo de ello la Masacre 
de El Salao, acaecida el 18 de febrero de 2000 en el municipio de Carmen de 
Bolívar, en la que se dio muerte a 62 personas, se produjo la desaparición forzada 
de cuatro, se atentó contra la integridad y libertad sexual de dos ciudadanos; 
además de destrozar y saquear la población, como consecuencia de lo cual se 
generó el desplazamiento de 635 humildes labriegos.   
 
Colombia pide a gritos una estrategia que permita el restablecimiento de la 
confianza, que busca la reconstrucción de vínculos y el pensar en un futuro 
compartido. Para ello, el Gobierno Nacional ha volcado sus esfuerzos en el 
fortalecimiento normativo, con el propósito de responder de manera adecuada a 
                                                            
7DWORKIN, Ronald. El Dominio de la vida. Ariel. Barcelona. 1994. Pág. 305. Cita textual tomada 
de: PELÉ, Antonio. Una aproximación al concepto de dignidad humana. Revista Universitas. 
Universidad Carlos III de Madrid. [Sitio en Internet]. Disponible en:universitas.idhbc.es/texto/n01/01-
03.doc. Acceso: 23 de marzo del 2012. 
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las necesidades específicas de la población víctima de la violencia y coordinar los 
esfuerzos de las esferas públicas y privadas para garantizar los derechos a la 
justicia, verdad y reparación. Nace allí la  Ley 1448 de 2011,  normativa  integral 
de atención alas víctimas, reconociendo la titularidad de los derechos a la verdad, 
justicia y reparación que les asiste.  
 
“Un avance importante en la aplicación de esta ley es la creación de la Red 
Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas como 
instrumento que contribuirá a sistematizar la información sobre las circunstancias  
determinantes de las violaciones y facilitará el reconocimiento de los derechos de 
las víctimas. Para lograr la prosperidad se deben recorrer tres caminos: el de la 
seguridad, el del empleo y el de superación de la pobreza, pero sólo habrá 
prosperidad en la medida en que transitemos también por un cuarto camino, el de 
la reparación integral, en sus distintos componentes de restitución, indemnización, 
rehabilitación, medidas de satisfacción y garantías de no repetición. De esta 
manera se están intensificando los pasos hacia la reconciliación, buscando el 
mayor número de salidas posibles hacia la readaptación de las víctimas y sus 
familiares, la reconstrucción de las capacidades de agencia de los individuos, la 
reelaboración de los hechos, la regeneración de la confianza y el restablecimiento 
del tejido social.”. 8 
 
Colombia suscribe la nueva ley y desde ese momento y según cifras oficiales, “al 
menos 17 de estos líderes han sido asesinados desde que Santos suscribió la Ley 
de Víctimas,”. Pero la lista de víctimas de la Ley de Víctimas es más amplia. 
“La más reciente de esas víctimas fue Manuel Antonio Ruiz, quien acompañaba el 
proceso de restitución de tierras en dos municipios del Urabá chocoano, en el 
norte del país. 
Ruiz desapareció, junto a su hijo Samir, el 23 de marzo pasado, después de recibir 
un mensaje anunciando que se había ganado un premio de tres millones de pesos 
                                                            
8Diego Andrés Molano Aponte. Alto Consejero Presidencial y Director de ACCIÓN SOCIAL 
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(poco más de US$1.600) que resultó ser un trampa. Desconocidos interceptaron a 
Ruiz y a su hijo, de 15 años, cuando se dirigían a recoger el premio. Sus cuerpos 
sin vida, que presentaban signos de tortura, aparecieron varios días más tarde”9. 
Es allí donde cabe preguntar ¿qué tan efectiva y garantista de los derechos como 
la vida es la Ley?  
 
1.2.2 El Chocó y la comunidad de Curvaradó y Jiguamiandó 
 
Según el censo de 2005 —DANE10 El Carmen del Darién cuenta con una 
población aproximada de 5111 habitantes. El promedio de personas por hogar es 
de 4,4. Del total de la población, el 52,2% son hombres y el 47,8% mujeres. La 
mayoría de la población es negra, mulata o afrocolombiana (66,9%). En 
educación, el 48,9% de la población ha alcanzado el nivel básica primaria; el 
16,9% ha alcanzado secundaria y el 1,3% el nivel superior y postgrado. La 
población residente sin ningún nivel educativo es el 25,2%. El 21,9% de la 
población de 5 años y más y el 28,9% de 15 años y más, no sabe leer y escribir. 
 
Según información de la alcaldía del municipio de El Carmen del Darién "La 
proporción del NBI en el Chocó es de 82.8%, mientras en el país es de 45.6%. 
Ningún Municipio alcanza el promedio nacional en cuanto a servicios básicos. Las 
cifras no solo reflejan las deficiencias e irregularidades en cuanto a la prestación 
del servicio sino la carencia absoluta de él para una parte importante de la 
población"11. 
La región del Pacífico se enmarca entre la cordillera occidental de los Andes al 
oriente y el océano Pacífico al occidente, al norte limita con Panamá y al sur con 
Ecuador (Ver mapa N| 1). Alberga una de las mayores biodiversidades del planeta, 
                                                            
9 Rescatado de www.Eltiempo.com. Consultado en septiembre de 2014  
10 DANE. 2011 
11 Alcaldía de Carmen del Darién – Chocó. PRIMERO LA COMUNIDAD. En http://elcarmendeldarien-
choco.gov.co/informacion_general.shtml. Consultado en septiembre de 2014. 
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entre flora, fauna, fuentes hídricas y recursos minerales, y además acoge una gran 
riqueza cultural, pues allí habitan grupos indígenas y afrodescendientes.  
El Departamento del Chocó, está compuesto por 30 municipios que forman parte 
de 5 subregiones teniendo en cuenta el curso del río Atrato: 1. la región del Litoral 
Pacífico, 2. el Bajo Atrato (Urabá chocoano, región que me ocupa en esta 
investigación), 3. Región Alto Atrato, Medio y Bajo San Juan,4. Región del Medio 
Atrato y 5. Región del Alto Atrato. La región del Pacífico, cuenta con una población 
aproximada de 1,3 millones de habitantes, de los cuales casi el 90% pertenecen al 
grupo de los afrodescendientes.12 
CURVARADÓ Y JIGUAMIANDÓ13. Las comunidades ubicadas en las cuencas del 
Curvaradó y Jiguamiandó, hacen parte del municipio del Carmen del Darién, en la 
región del Bajo Atrato del departamento del Chocó. Alrededor de 200 familias 
hacen parte de estos Consejos Comunitarios. De acuerdo al Censo de 2005 
realizado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística - DANE, en 
el municipio 66,5% de la población es negra, mulata o afrocolombiana. En 
educación, el 48,9% de la población ha alcanzado el nivel básica primaria; el 
16,9% ha alcanzado secundaria y el 1,3% el nivel superior y postgrado. Esta 
población es de vital importancia para nuestra investigación, pues representa un 
caso emblemático en el país, dado que problemáticas como el desplazamiento, el 
despojo de tierras, la violencia armada y estructural afecta de forma drástica a sus 
pobladores. En el año 2000 por medio de las Resoluciones 02809 y 02801 del 29 
de noviembre del mismo año, el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria - 
INCORA adjudicó 46.084 hectáreas al Consejo Comunitario de Curvaradó y 
54.973 hectáreas al Consejo de Jiguamiandó como territorios colectivos. Sin 
                                                            
12 Comparar Oslender, Ulrich. “Introducción: Geografía, movimientos sociales y comunidades negras”. En 
Comunidades Negras y Espacio en el Pacífico Colombiano”, 2008. p 27. 
13 AMARIS MARTÍNEZ, Indira.    Análisis De Las Zonas Humanitarias De Curvaradó Y Jiguamiandó como 
Ejercicio de Acción Colectiva Noviolenta Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario Facultad 




embargo, aun después de la titulación colectiva, la arremetida militar, paramilitar y 
guerrillera seguía afectando la zona, añadiéndole a esto la llegada de nuevas 
dinámicas económicas a la región, de manera que estas comunidades no pudieron 
ejercer su derecho a la titulación colectiva de forma apropiada desde el inicio. La 
titulación aparece después de un proceso sistemático de desplazamiento que tuvo 
inicio en 1997 con los operativos de contraguerrilla organizados en la región, el 
más representativo es la Operación Génesis bajo el mando del entonces general 
Rito Alejo del Río y que presuntamente fue orquestada junto a grupos 
paramilitares. (Ver mapa N°1). 
Existen inminentes amenazas que atentan contra los Derechos Humanos de estas 
comunidades, motivo por el cual la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
estableció una serie de medidas cautelares para que el Estado colombiano 
ofreciera garantías a estas personas. Sin embargo, en la sesión convocada por la 
misma corte para el día 7 de junio del año 2011, cuyo propósito era conocer las 
observaciones y comentarios sobre dichas medidas y la solicitud de ampliar las 
mismas, a la que asistieron representantes del gobierno y también de las 
comunidades. Por una parte, los representantes del gobierno colombiano 
argumentaban que las medidas se estaban implementando, que una ampliación 
de las mismas (tal como lo había solicitado la comisión interamericana de 
Derechos Humanos) no tenía lugar, pues todas las ramas del poder público se 
encontraban trabajando en pro de la población de Curvaradó y Jiguamiandó.  
En la intervención de la Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Defensa 
se reconoce que la situación de seguridad ha aumentado, pues hay más presencia 
de las Fuerzas Militares, pero persisten una serie de factores de riesgo, tales 
como la presencia de los frentes 57 y 34 de las Farc, de Bacrim en los municipios 
aledaños al Carmen del Darién e incluso el proceso de restitución de tierras. Los 
representantes de las comunidades, aseguran que sigue habiendo presencia de 
grupos paramilitares que amenazan la integridad y vida de las personas que 
habitan en las Zonas Humanitarias allí establecidas. Mencionan casos de líderes 
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Enrique Petro, Miguel Hoyos, Eustaquio Polo, entre otros que han sido víctimas de 
actos de violencia llevados a cabo por éstos grupos. Por eso insisten en la 
ampliación de las medidas, condición que el gobierno considera innecesaria.  
El caso de Curvaradó y Jiguamiandó es representativo, pues a pesar del 
recrudecimiento del conflicto armado y la presión de los grupos al margen de la ley 
y empresarios por expulsar a estas personas de su tierra, hubo un grupo de 
personas que decidió no desplazarse a Pavarandó, sino que optaron por quedarse 
allí, escondiéndose en su territorio, autodenominándose “los olvidados por la 
patria”, ubicándose en el margen del río Curvaradó, y que luego con el apoyo de 
otros organismos logran consolidarse y hacerse visibles en forma de Zonas 
Humanitarias. Posteriormente a ese proceso de organización, surge la Asociación 
de Campesinos del Atrato (ACAT) donde especialmente se reúnen las personas 
de Curvaradó y Jiguamiandó que decidieron hacer resistencia desde su territorio 
luego de la arremetida militar y paramilitar que inició en 1997 y que obligó a 
muchos otros a abandonar sus tierras. La ACAT sirvió de puente ente ésta y otras 
comunidades de la región con iniciativas similares de resistencia pacífica. 
Además, este como muchos otros casos similares, da muestra de las omisiones 
en las que se ve comprometido el Estado colombiano y que perjudican 
enormemente a los colombianos, al no poder ejercer plenamente sus derechos. 
Existen cinco zonas humanitarias y veintitrés zonas de biodiversidad en Curvaradó 
y cuatro zonas humanitarias y ocho zonas de biodiversidad en Jiguamiandó, en las 
que se encuentran cerca de 211 familias. Sin embargo, aun después de la 
titulación colectiva, la arremetida militar, paramilitar y guerrillera seguía afectando 
la zona, añadiéndole a esto la llegada de nuevas dinámicas económicas a la 
región, de manera que estas comunidades no pudieron ejercer su derecho a la 
titulación colectiva de forma apropiada desde el inicio.  




Fuente: Instituto GeográficoAgustín Codazzi. “Regiones Biogeográficas””. En Chocó: 
Características Geográficas”. 2006. p 180 
 
1.2.3 Marco legal 
 
Se desarrollan mecanismos hacia un modelo de justicia transicional para lograr la 
paz, como la expedición de la Ley de Orden Público, Ley 418 de 1997, el régimen 
de protección, asistencia y atención para la población desplazada, Ley 387 de 
1997, la Ley de Justicia y Paz, Ley 975 de 2005, la adopción de un régimen de 
indemnizaciones administrativas mediante el Decreto 1290 de 2008, la aprobación 
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de la Ley 1424 de 2010 y finalmente la aprobación de la Ley 1448 de 2011 o Ley 
de Víctimas y Restitución de Tierras. 
Decreto 2467 de 2005 Fusiona la Agencia Colombiana de Cooperación 
Internacional, ACCI, a la Red de Solidaridad Social, RSS, y se dictan otras 
disposiciones Núm. 6 Art. 6 
Otros Decretos  establecen el marco jurídico para la implementación efectiva de 
dicha ley a partir de este año. Los decretos determinan el funcionamiento de los 
organismos que se van a ocupar de definir las políticas públicas de restitución de 
tierras, atención y reparación integral, así como los mecanismos de participación 
de las víctimas.  
El Decreto 4800 hace referencia a los mecanismos para la implementación de las 
medidas de asistencia, atención y reparación integral a las víctimas. Regula la 
inscripción en el Registro Único de Víctimas y fija las medidas de estabilización 
socioeconómica, de atención en salud y educación y de reparación integral 
necesarias para materializar los derechos de las víctimas.  
El Decreto 4801 establece la estructura interna de la Unidad de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas, cuya función es llevar el registro de los predios 
que fueron despojados o abandonados a causa del conflicto armado y recibir las 
solicitudes de restitución.  
El Decreto 4802 establece la estructura interna de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, que tiene por 
objetivo coordinar el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las víctimas y 
la ejecución e implementación de la Política Pública de Atención, Asistencia y 
Reparación Integral a las mismas en los términos establecidos en la ley. 
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El Decreto 4803 establece la estructura interna del Centro de Memoria Histórica, 
cuyo objetivo es centralizar todas las funciones de recuperación, recolección, 
preservación y análisis de la memoria histórica en una sola entidad. 
El Decreto 4829 establece las reglas que se aplicarán en las actuaciones 
administrativas para el registro de tierras despojadas y abandonadas 
forzosamente a causa del conflicto armado. Igualmente el Decreto número 4802 
de  2011, por el cual se establece la estructura de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que es una  Unidad  
Administrativa  Especial  con  personería  jurídica  y  autonomía administrativa  y  
patrimonial,  la  cual  se  podrá  denominar  Unidad  para  la  Atención  y 
Reparación  Integral a  las  Víctimas,  adscrita  al  Departamento  Administrativo  
para  la Prosperidad  Social,  perteneciente  al  Sector  Administrativo  de  
Inclusión  Social  y Reconciliación. 










del 10 de 
diciembre 
de 2004 
Orden quinta de la 
sentencia T-025 de 
2004 relativa a los 
mínimos de atención 
a la población 
desplazada - 
Niveles de  
cumplimiento. 
  
La sentencia T-025 de 2004, en su 
apartado 9 decantó una serie de mínimos 
prestacionales que el Estado debe 
garantizar en todo momento a personas 
en condición de desplazamiento y ordenó 
al CNAIPD en un término perentorio 
garantizar ese mínimo de protección. Con 
base en lo anterior, la presente 
providencia, enunció cuatro niveles de 
cumplimiento que podrían servir para 
examinar la información remitida por el 
gobierno. Tales niveles (incumplimiento y 
cumplimiento bajo, medio y alto) hacen 
referencia tanto al avance en la 
superación de las falencias señaladas 
como al goce efectivo de los derechos de 
la población desplazada. De otro lado, la 
Sala llamó la atención sobre la necesidad 






acciones realizadas en materia de 
protección de los derechos de la 
población víctima. 
Auto 176 







políticas de atención 
de la población 
desplazada. 
En el presente auto la Corte evalúo el 
nivel de cumplimiento de las órdenes 
dictadas por las sentencia T-025 de 2004, 
relativas al esfuerzo presupuestal 
necesario para avanzar de manera 
específica, sostenida y eficiente en la 
superación del estado de cosas 
inconstitucional. De ello se obtuvo como 
resultado que el cumplimiento por parte 
del gobierno no superaba el nivel medio, 
constatándose que pese a presentar un 
esfuerzo presupuestal, el mismo seguía 
siendo insuficiente, por lo cual era 
necesario continuar avanzado. 
Posteriormente advirtió que dichos 
esfuerzos y avances deben ir 
acompañados de un desarrollo 
institucional que impida un 
desaprovechamiento de recursos. 
Finalmente, dictó una serie de órdenes 
encaminadas a precisar los roles, mejorar 





del 29 de 
agosto de 
2005 




territoriales y de la 
capacidad 
institucional. 
En la presente decisión, la Sala declaró 
que a pesar de las acciones adelantadas, 
algunos de los factores del retraso en el 
avance en la superación del estado de 
cosas inconstitucional, consisten en la 
precaria e insuficiente coordinación de los 
esfuerzos presupuestales de las 
entidades territoriales y de la capacidad 
institucional nacional para evaluar los 






sentido, encontró tres dificultades en la 
labor de coordinación en cabeza del 
Ministerio del Interior, por lo cual ordenó la 
implementación de una estrategia de 
promoción y coordinación Nación - 
territorio, que solucione los factores 
reseñados anteriormente, garantice los 
derechos y la atención a la población 
víctima, y permita avanzar a un ritmo más 
acelerado y sostenido. 
Auto 178 









La sentencia T-025 de 2004, dictó una 
serie de órdenes complejas encaminadas 
a superar el estado de cosas 
inconstitucional en materia de 
desplazamiento forzado por la violencia, 
igualmente fijó para su cumplimiento 
plazos que posteriormente fueron 
ampliados. El presente auto realizó una 
evaluación de la situación y encontró un 
incumplimiento, en distintos niveles por 
parte de los entes responsables, 
principalmente por falta de criterios de 
diferenciación de la población desplazada 
y población vulnerable; insuficiencia de 
recursos y; falta de desarrollo de 
capacidades administrativas, de 
coordinación y de seguimiento. En 
consecuencia, ordena una serie de 
acciones las cuales deben ser 
adelantadas, dentro de la órbita de sus 
respectivas competencias, por los entes 
responsables de la atención a la población 
víctima; y por consiguiente fija nuevos 









cumplimiento de las 
órdenes de los 
autos 176, 177 y 
178 de 2005. 
Problemas en las 
políticas de atención 
a la población 
desplazada. 
En este auto se encontró que los informes 
acopiados y ordenados en distintas 
providencias, presentaban datos que no 
respondían de manera específica y 
adecuada a los requerimientos de la Sala, 
de un lado, y, del otro, que no se logró 
probar una superación del estado de 
cosas inconstitucional, un avance 
sostenido en tal sentido, ni razones 
suficientes para justificar el retraso en la 
implementación de medidas requeridas 






llevó a la Corte a tomar una serie de 
medidas encauzadas a una corrección de 
las políticas públicas en sus componentes 
de atención a víctimas; registro y 
caracterización de la población; 
presupuesto; coordinación y efectiva 
aplicación de indicadores de resultado. 
Auto 200 
del 13 de 
agosto de 
2007 
Protección a líderes 
y representantes de 
la población 
desplazada. 
En este auto la Corte analizó la existencia 
del grave riesgo en el que se encontraban 
los líderes y representantes de la 
población desplazada, encontrando que  
la respuesta de las autoridades ante esta 
grave y preocupante situación no ha sido 
adecuada. Por lo cual indicó que dichos 
sujetos gozan de una presunción de 
riesgo, que sólo podría ser desvirtuada 
por las autoridades luego de estudios 
técnicos de seguridad (los que también 
servirán para encontrar qué medida 
resulta idónea). Dicha presunción una vez 
activada genera en cabeza de la autoridad 
competente la obligación de adoptar 
medidas de protección, que en todo caso 
deben ser eficaces, oportunas, idóneas y 
tanto fáctica como temporalmente 
adecuadas para la protección de la vida, 
seguridad e integridad del solicitante y de 
su familia. De otro lado, la misma 
providencia ordenó medidas de protección 
para los casos identificados y 









protección a los 
derechos 
fundamentales de 
las mujeres víctimas 
de desplazamiento 
forzado. 
En este proveído la Corte puso de relieve 
el impacto desproporcionado, en términos 
cuantitativos y cualitativos, del conflicto 
armado interno y del desplazamiento 
forzado sobre las mujeres colombianas. 
Por lo cual ordena se creen una serie de 
programas, de manera concertada con 










resultado de goce 
efectivo de los 
derechos de la 
población 
desplazada. 
En el marco de un estado de cosas 
inconstitucional en materia de 
desplazamiento forzado, la Corte ordenó 
la creación de un conjunto de indicadores 
los cuales serían la base para determinar 






retraso en la superación de dicho estado y 
en el goce efectivo de los derechos de la 
población víctima, sin embargo en esta 
providencia, encuentra la Sala que a 
pesar de múltiples propuestas de 
indicadores, persisten fallas, vacíos y 
desacuerdos en este campo, por ejemplo 
en la incorporación del enfoque 
diferencial. Sumado a tal conclusión y 
como resultado de un proceso dialéctico, 
tangible en las sesiones técnicas y en los 
informes socializados por la Corte, se 
adopta mediante el presente auto una 
batería de indicadores consolidada, y se 
ordena formular una propuesta de 
indicadores de coordinación Nación – 
Territorio. 
Auto 237 




protección a los 
derechos 
fundamentales de 
las mujeres víctimas 
de desplazamiento 
forzado. 
En este auto la Sala constata el 
incumplimiento de las órdenes emitidas en 
el Auto 092 de 2008, declarando 
inadmisibles la respuesta estatal a la 
problemática identificada. Por otra parte, 
las organizaciones que protegen los 
derechos de las mujeres, en tiempo y 
basadas en un proceso participativo, 
presentaron una propuesta viable y 
concreta frente a los lineamientos 
específicos ordenados por la Corte, la 
cual se acoge y se fija un nuevo 






del 6 de 
octubre de 
2008 
Protección de los 
derechos 
fundamentales de 





Mediante la presente providencia la Corte, 
como resultado del trabajo realizado en la 
sesión técnica de 2007 y de múltiples 
informes a ella allegados, identificó una 
serie de factores causales y de impacto, 
es sus dimensiones cualitativa y 
cuantitativa, que inciden de manera 
desproporcionada sobre los menores de 
edad víctimas de desplazamiento forzado. 
En consecuencia, ordenó la creación de 
un programa –que se base en proyectos 
piloto específicos, ordenados también en 
la providencia–, para la protección 
diferencial de los niños, niñas y 






componentes de prevención y atención, y 
se dé respuesta a los riesgos, problemas 
transversales y áreas criticas de 
intensificación identificados en el 
proveído. 
Auto 004 
del 26 de 
enero de 
2009 
Protección de los 
derechos 
fundamentales de 
las personas y 
pueblos indígenas 
desplazados o en 
riesgo de 
desplazamiento. 
Luego de advertir el riesgo de exterminio 
que se cernía sobre los pueblos 
indígenas, desde el punto de vista 
cultural, en razón al desplazamiento y 
dispersión de sus miembros, como desde 
el punto de vista físico, debido a la muerte 
natural o violenta de sus integrantes. En 
esta providencia se ordenó (i) un 
programa de garantía de los derechos de 
los pueblos indígenas, y (ii) planes de 
salvaguarda étnica, para cada uno de los 
pueblos identificados en el auto. 
Igualmente, pidió a la Fiscalía General de 
la Nación (iii) adoptar las determinaciones 
encaminadas a evitar la impunidad. La 
Corte resaltó que los indígenas son uno 
de los grupos poblacionales más frágiles y 
excluidos dentro de los grupos 
vulnerables, por lo cual son merecedores 





del 26 de 
enero de 
2009 





Este auto se emitió para proteger los 
derechos fundamentales de la población 
afrodescendiente víctima del 
desplazamiento forzado, al constatar que 
(i) no son tratados como sujetos de 
especial protección constitucional; (ii) que 
sus derechos fundamentales están siendo 
masiva y continuamente desconocidos y 
que (iii) la política pública de atención 
carece de un enfoque integral diferencial, 
cuya incorporación en la prevención, 
protección y atención, es una obligación 
para las autoridades de naturaleza tanto 
constitucional como internacional. Por lo 
anterior, la Corte dictó órdenes concretas 
y con plazos perentorios al Gobierno 
Nacional, con el fin de que los programas 
tuvieran en cuenta las particularidades del 
desplazamiento que padece la población 
afrocolombiana y para que se adoptaran 






protección efectiva de los derechos 
colectivos de estas comunidades. 
Auto 006 




protección de los 
derechos 
fundamentales de 
las personas con 
discapacidad 
afectadas por el 
desplazamiento 
forzado. 
En esta providencia la Corte 
Constitucional constató la existencia de 
diferentes riesgos del conflicto armado y 
del desplazamiento forzado que afectan a 
las personas con discapacidad. También  
valoró la respuesta del Gobierno, para 
concluir que éste no incorporó un enfoque 
diferencial en discapacidad orientado a 
superar el estado de cosas 
inconstitucional en lo que respecta a la 
población desplazada con discapacidad, 
de conformidad con los mandatos de la 
Constitución y de las distintas 
disposiciones internacionales que 
conforman el bloque de 
constitucionalidad. En consecuencia, la 
Corte ordenó la adopción de una serie de 
medidas encaminadas a que las distintas 
entidades que conforman el SNAIPD 
dieran respuesta idónea a las diferentes 











Esta providencia se produjo a raíz de la 
expedición de la Ley 1190 de 2008, la 
cual introdujo, entre otras cosas, cambios 
en materia de coordinación de las 
políticas públicas de atención a la 
población en condición de 
desplazamiento; de los informes por parte 
de la Contraloría General de la República 
donde denunciaba incumplimiento de las 
órdenes proferidas en virtud del auto 178 
de 2005 en materia presupuestal por parte 
de los entes territoriales; y de la evidencia 
del incumplimiento del Ministerio del 
Interior y de Justicia en su labor de 
coordinación. En consecuencia, la Corte 
dictó una serie de órdenes en materia de 
coordinación basada en el nuevo marco 
normativo, igualmente tomó una serie de 






del 26 de 
enero de 
Persistencia del 
estado de cosas 
inconstitucional en 
Luego de sesiones técnicas y de recibir 
múltiples estudios, informes y propuestas, 






2009 materia de 
desplazamiento 
interno. 
evaluación del proceso de superación del 
estado de cosas inconstitucional (ECI) en 
materia de desplazamiento forzoso. La 
presente providencia resuelve, que a 
pesar de los avances en la materia, 
persiste dicho estado y en consecuencia, 
ordena al Gobierno Nacional avanzar de 
manera acelerada y sostenida en el goce 
efectivo de los derechos de la población 
víctima, superación de falencias 
estructurales identificadas –insuficiencia 
presupuestal e incapacidad institucional–, 
coordinación Nación-territorio, procesos 
participativos y desarrollo de la política 
pública. Respecto a éste último punto, la 
Corte encontró que algunos componentes 
debían ser reformulados pues 
amenazaban con perpetuar el ECI, otros 
debían superar vacíos y ser 
complementados so pena de retrasar la 
superación del ECI y, finalmente, otros 
que requerían avances para lograr el goce 
efectivo de los derechos de la población 
víctima de desplazamiento, por lo cual se 
ordenaron una serie de correctivos. 
Auto 009 




protección a algunos 
líderes y 
representantes de la 
población 
desplazada. 
El presente Auto se profiere como 
consecuencia del homicidio del familiar de 
una líder de la Liga de Mujeres 
Desplazadas. Aunque mediante el Auto 
200 de 2007 la Corte Constitucional 
señaló explícitamente a dicho grupo como 
uno en situación en riesgo de nivel alto y 
ordenó al Director del Programa de 
Protección del Ministerio del Interior y de 
Justicia adoptar medidas de protección 
eficaces y adecuadas. En el presente 
proveído se estudia el posible 
incumplimiento por parte de las autorices 
así como también la ausencia de reacción 
adecuada a las repetidas alertas 
tempranas emitidas por la Defensoría del 
Pueblo. Por ello ordena le sea informada 
de las medidas tomadas para proteger a 
los líderes e integrantes de la Liga de 
Mujeres Desplazadas; también ordena, 






protección dirigidas a garantizar los 
derechos a la vida y a la seguridad 
personal de los integrantes del 
mencionado grupo. 
Auto 011 





en materia de 
registro y 
caracterización de la 
población víctima. 
Dentro de las falencias de la política 
pública que llevaron a la Corte a declarar 
un estado de cosas inconstitucional en 
materia de desplazamiento, se 
encontraron algunas relacionadas con el 
registro y la caracterización de la 
población desplazada por lo cual se 
ordenó precisar la situación actual del 
conjunto de víctimas inscrita en el Sistema 
Único de Registro, determinando su 
número, ubicación, necesidades y 
derechos según la etapa de la política 
correspondiente. A la fecha del 
pronunciamiento, la Corte encontró que 
subsisten problemas en la materia, 
principalmente en la caracterización, sub-
registro, intercambio de información y 
simultaneidad de sistemas de registro. Por 
lo cual ordena tomar correctivos en el 
marco de un proceso participativo y dentro 










en materia de 





su labor de 
coordinación. 
En el presente auto, la Corte recoge una 
serie de cuestionamientos formulados por 
distintos actores así como propios, sobre 
las acciones adelantadas por parte de 
Acción Social encaminadas a la 
superación del estado de cosas 
inconstitucional declarado mediante 
sentencia T-025 de 2004. Por otro lado, 
realiza una evaluación de los informes 
allegados a la Sala producto de la 
Audiencia Pública de rendición de cuentas 
de dicha entidad ante la Corte 
Constitucional. Resultado de lo anterior, 
se hacen una serie de observaciones y 
recomendaciones respecto de los 
componentes de registro de población 
desplazada, atención humanitaria de 
emergencia, fortalecimiento de la 
capacidad institucional, y coordinación 
interinstitucional del Sistema Nacional de 





así como en relación con cada una de las 
órdenes emitidas por la Corte. 
Auto 314 
del 29 de 
octubre de 
2009 





Se hace un recuento de los marcos 
constitucional, legal y jurisprudencial 
relativos a los principios y reglas de 
coordinación interinstitucional entre los 
distintos niveles de la rama ejecutiva, para 
reiterar que la responsabilidad de la 
prevención del desplazamiento así como 
la atención a la población víctima, 
proviene de mandatos claros y específicos 
de orden constitucional y legal. Por otra 
parte, halló una continuidad en el tiempo 
de problemas estructurales, 
presupuestales y/o técnicos los cuales 
han permitido que subsistan falencias de 
tipo estructural y de incapacidad 
institucional. Por lo anterior, resuelve citar 
a sesiones técnicas regionales con el 
objeto de concretar reglas precisas y 
claras en relación a los principios 
mencionados en la providencia; avanzar 
en la implementación de aquellos; 
concertar estándares y criterios; y 
construir fórmulas para superar las 
falencias estructurales reseñadas, todo en 
el marco de un proceso de seguimiento y 




Auto de 18 
de mayo de 
2010 
Medidas cautelares 
para la protección 
de las comunidades 
afrocolombianas de 
las cuencas de los 
ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó en el 
departamento del 
Chocó. 
En este auto se adoptaron medidas 
cautelares urgentes para la protección de 
los derechos de la población 
afrodescendiente de las cuencas de los 
ríos Curvaradó y Jiguamiandó y para 
generar las condiciones de transparencia, 
seguridad y legitimidad del proceso 
eleccionario, así como para garantizar la 
restitución material del territorio colectivo, 
el retorno de la población y su 








protección de las 
comunidades 
indígenas Hitnú o 
Macaguán en el 
departamento de 
En este auto, luego de advertir el peligro 
de exterminio cultural y físico a raíz del 
conflicto armado y la falta de atención por 
parte de las autoridades que afecta a las 
comunidades indígenas Hitnú o 





Arauca. y desplazamiento del departamento de 
Arauca, la Corte Constitucional ordenó la 
adopción de medidas de protección 
especial y la implementación de planes de 
salvaguarda. 
Auto 383 
del 10 de 
diciembre 
de 2010 
Medidas en materia 
de coordinación y 
corresponsabilidad. 
La Corte expidió el presente auto con el 
fin de determinar si ha existido un avance, 
estancamiento o retroceso en 
materia coordinación y corresponsabilidad 
entre la Nación y entidades territoriales en 
materia de atención integral a población 
desplazada. Como conclusión de los 
informes y las sesiones técnicas, encontró 
que no se han corregido las falencias 
indicadas en distintos pronunciamientos. 
Por lo cual, luego de precisar una serie de 
reglas acerca de los principios 
constitucionales relevantes en el marco de 
la distribución de competencias, ordena: 
flexibilizar la oferta institucional; tomar 
medidas frente aquellos entes que no han 
cumplido con sus obligaciones respecto 
de la población víctima y otras para 
solventar los obstáculos reseñados; y 
finalmente, asumir medidas con las cuales 









protección de la 
comunidad indígena 
Awá de los 
departamentos de 
Nariño y Putumayo. 
A través de esta providencia se ordenó la 
adopción de medidas cautelares urgentes 
para proteger al pueblo indígena Awá, 
ubicado en los departamentos de Nariño y 
Putumayo, como consecuencia del grave 
peligro de exterminio cultural y físico en el 
que se encuentra dicha etnia de cara al 
conflicto armado y la falta de atención por 











continuidad de la 
protección de los 
derechos 
fundamentales de la 
población 
desplazada de cara 
al nuevo marco 
institucional. 
A través de ésta auto, la Sala evalúa el 
nivel de cumplimiento de las órdenes 
impartidas, constatando que a pesar de 
los encomiables esfuerzos por parte del 
Gobierno Nacional, persiste el estado de 
cosas inconstitucional en materia de 
desplazamiento, así como las condiciones 
que a ello dieron lugar, pues no puede 
concluirse aún un avance sistemático e 
integral en el goce efectivo de todos los 
derechos de la población víctima. Por 
consiguiente, se ordenó, de una parte, 
adoptar medidas que solventen las 
dificultades identificadas en el proveído y, 
de otra, informar cómo se va a regular la 
transición entre la Ley 387 de 1997 y la 
Ley 1448 de 2011 a fin de impedir que los 
derechos de las víctimas no se vean 
afectados. Igualmente, se ordenó a los 
órganos de control informar a la Corte qué 
medidas han adoptado en la órbita de sus 
competencias. Esto último, en el marco de 
una audiencia pública llevada a cabo el 11 




del 7 de 
marzo 2012 
Medidas de 
protección de las 
comunidades 
afrocolombianas de 
las cuencas de los 
ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó en el 
departamento del 
Chocó. 
En esta providencia se adoptaron 
medidas con el fin de impulsar el 
cumplimiento de las órdenes dadas en el 
auto de 18 de mayo de 2010 y, al efecto, 
se dispuso, entre otras cosas:  (i) poner 
en marcha un plan provisional urgente de 
prevención del desplazamiento y 
protección individual y colectiva; (ii) 
diseñar un mecanismo de interlocución y 
toma de decisiones, una metodología 
adecuada para los comités de censo y 
concertar un reglamento interno y la 
asamblea general eleccionaria; (iii) agilizar 
la caracterización socioeconómica de las 
comunidades ;(iv) agilizar y concluir el 
proceso de desalojo de los invasores de 
los territorios colectivos e informar sobre 
acciones adelantadas para congelar las 
transacciones de los predios amparados 
por el título colectivo e impedir la 
realización de las mismas; (v) agilizar la 





procedimiento de resolución pacífica de 
conflictos; (vi) garantizar las acciones de 
formación necesarias para la Fuerza 
Pública; y (vii) adoptar medidas para 
garantizar la seguridad individual y 
colectiva de las comunidades. 
Auto 112 





proteger el proceso 
de restitución y 
retorno a los 
territorios colectivos 
de las comunidades 
afrocolombianas de 
las cuencas de los 
ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó. 
A raíz del homicidio de uno de los líderes 
de la restitución del territorio colectivo de 
la comunidad afrodescendiente de la 
cuenca del rio Curvaradó, quien 
acompañaba las diligencias adelantadas 
por el Gobierno Nacional en la zona, se 
evidenció que aún no estaban dadas las 
condiciones de seguridad para llevar a 
cabo la ya mencionada asamblea general 
eleccionaria, por lo cual se ordenó al 
Ministerio del Interior informar cuáles 
serían los correctivos a adoptar y, de 
manera concertada con las comunidades, 
crear una ruta metodológica aplicable a la 
misma. Así también, se tomaran medidas 
para impedir que los procesos de 
caracterización, saneamiento y ampliación 
de los territorios colectivos no se 
conviertan en un factor de riesgo para el 
avance del proceso de restitución material 











presupuestal y de 
planeación entre la 
Nación y las 
En el presente fallo la Corte analiza el 
contenido del núcleo esencial del principio 
de autonomía de las entidades 
territoriales, así como supuestos donde 
concurren Nación-territorio, con el fin de 







materia de política 
de vivienda para la 
población víctima de 
desplazamiento 
forzado interno. 
Nacional como a los entes territoriales, 
para facilitar procesos de coordinación 
presupuestal, de tal manera que sea 
posible al inicio de la vigencia fiscal y de 
los procesos de planeación territorial, 
contar con los recursos necesarios para 
superar las falencias que han impedido 
avanzar en el goce efectivo de este 
derecho. 
Auto 173 




protección de los 
pueblos indígenas 
Jiw o Guayabero y 
Nükak de los 
departamentos del 
Meta y Guaviare. 
La providencia constata el peligro de 
exterminio cultural y físico que se cierne 
sobre los pueblos indígenas Jiw o 
Guayabero y Nükak de los departamentos 
del Meta y Guaviare, producto del 
conflicto armado y la falta de atención por 
parte de las autoridades, por lo cual 
ordena tomar medidas urgentes, la 
implementación de un plan provisional 
urgente de reacción y contingencia, así 
como avanzar en el diseño e 
implementación del plan de salvaguarda 









proteger el proceso 
de restitución y 
retorno de los 
territorios colectivos 
de las comunidades 
afrocolombianas de 
las cuencas de los 
ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó en el 
departamento del 
Chocó. 
En esta providencia se realizó una 
evaluación general sobre los avances, 
obstáculos y retos que deben enfrentar las 
autoridades para garantizar la restitución 
material de los territorios colectivos en las 
cuencas de los ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó, el proceso de retorno y la 
sostenibilidad del proceso como tal. 
Igualmente, la Sala encontró que al 
interior de las comunidades existían 
divisiones frente a los beneficios como a 
la disposición del territorio colectivo, por lo 
cual dictó una serie de pautas que 





del 21 de 
mayo de 
2013 
Sala Especial de 
Seguimiento T-025 
de 2004: Auto 098 
del 21 de mayo de 
2013, Protección y 
atención a mujeres 
desplazadas líderes 
y mujeres que 
trabajan por las 
A través del auto 098 de 2013, la Sala 
Especial de Seguimiento a la sentencia T-
025 de 2004 de la Corte Constitucional, 
ordena a las autoridades estatales que 
tienen a su cargo la protección y atención 
a las mujeres desplazadas líderes y 
miembros de organizaciones, a cumplir de 
manera cabal sus obligaciones 





víctimas del conflicto 
armado interno 
el riesgo derivado del liderazgo y el 
trabajo cívico, comunitario y social 
impulsado por estas mujeres se ha 
agravado de forma alarmante a partir del 
año 2009 y que tal agravamiento ha 
aparejado la vulneración de múltiples de 
sus derechos fundamentales. 
  
Auto 099 
del 21 de 
mayo de 
2013 
Sala Especial de 
Seguimiento T-025: 
auto 099 de 2013, 
ayuda humanitaria 
para la población 
desplazada en el 
nuevo marco 
institucional de la ley 
1448 de 2011. 
En esta providencia la Sala Especial hace 
seguimiento a las acciones adelantadas 
por el Gobierno Nacional para la 
superación del estado de cosas 
inconstitucional declarado mediante la 
sentencia T-025 de 2004, en materia de 
ayuda humanitaria en sus distintas fases, 
inmediata, de emergencia y de transición, 
en el nuevo marco institucional de la ley 





de 24 de 
junio de 
2013 
Seguimiento a las 
acciones 
adelantadas por el 
Gobierno Nacional, 
para la superación 
del estado de cosas 
inconstitucional, en 
relación con el 
componente de 
registro y se dictan 
medidas para 
mejorar la atención 
a la población 
desplazada. 
En esta providencia la Sala Especial de 
Seguimiento hizo claridad sobre el 
alcance a las restricciones que 
acompañan la definición operativa de 
víctima contenida en la Ley 1448 de 2011. 
Así pues, manifestó la Corte que no se 
puede excluir del Registro Único de 
Víctimas a aquellas personas cuyas 
causas de desplazamiento no guardan 
una relación cercana y suficiente con el 
conflicto armado interno, pues esto no 
esta acorde con el esquema de protección 
a favor de la población desplazada, ni con 











Nacional sobre el 
cumplimiento que 
han tenido las 
ordenes dadas en 
los autos 005 de 
2009 y 119 de 2013, 
en el municipio de 
En este auto la Corte Constitucional 
estudio la situación en la que vive la 
población desplazada en el municipio de 
Buenaventura (Valle del Cauca), 
encontrando graves falencias al 
cumplimiento de los autos 005 de 2009 y 














atención de las 
comunidades 
afrodescendientes 
de la región pacífica 
del departamento de 
Nariño en riesgo y 
víctimas de 
desplazamiento 
forzado, en el marco 
del estado de cosas 
inconstitucional 
declarado en la 
sentencia T-025 de 
2004 y de las 
medidas específicas 
ordenadas en el 
auto 005 de 2009. 
En este auto la Sala Especial de 
Seguimiento a la Sentencia T-025 de 
2004 declaró que los derechos 
individuales y colectivos de las personas y 
comunidades afrodescendientes ubicadas 
en los municipios de la región pacifica de 
Nariño, víctimas de desplazamiento 
forzado, confinamiento y resistencia, 
continúan siendo masiva y 
sistemáticamente desconocidos, y que las 
órdenes dadas en el auto 005 de 2009, no 
han sido cumplidas cabalmente por las 






de 06 de 
junio de 
2014 
Seguimiento a las 
órdenes proferidas 
por la Corte 
Constitucional en el 
auto 006 de 2009 
sobre protección de 
las personas en 
situación de 
desplazamiento con 
discapacidad, en el 
marco del estado de 
cosas 
inconstitucional 
declarado en la 
sentencia T-025 de 
2004. 
La Sala hace un diagnóstico actualizado 
de los impactos desproporcionados que 
ha tenido el desplazamiento forzado sobre 
las personas con discapacidad. 
Realizando un seguimiento al 
cumplimiento de las medidas ordenadas 
en el auto 006 de 2009, se adoptan 







del 27 de 
enero de 
2015 
Sala Especial de 
Seguimiento T-025 
de 2004: Auto 009 
del 27 de enero de 
2015 Protección a 




Por medio de la presente decisión, en 
virtud de la cual se hace seguimiento a la 
orden segunda y tercera del auto 092 de 
2008, luego de observar la persistencia de 
la violencia sexual como un riesgo de 
género para las mujeres desplazadas, y 
de las falencias en la respuesta estatal, la 
Sala de Seguimiento a la Sentencia T-025 
de 2004, presidida por el Magistrado Luis 
Ernesto Vargas Silva, adopta medidas 
para garantizar la atención, protección y el 
acceso a la justicia de las sobrevivientes 








1.2.4  LEY DE VÍCTIMAS 1448 DE 2011 
 
1.2.4.1 Antecedentes de la Ley 1448 de 2011 
 
Colombia padece la crisis humanitaria más grande de su historia, la mayor del 
hemisferio occidental y una de las tres más profundas del planeta como resultado 
del conflicto interno. El país se ha situado en los últimos años entre las cuatro 
naciones del mundo con mayor número de desplazados internos, con Sudán, Irak 
y Afganistán (ver anexo A) 
. 
La superación de esta crisis tiene, entre sus principales retos, la atención de los 
desplazados internos y su reparación integral. Lo anterior implica, además de la 
atención coyuntural a las emergencias, la necesidad de dar respuestas 
institucionales para la estabilización socioeconómica de esta población y 
reparación de los daños a su patrimonio, mediante la restitución de sus bienes o la 




El desplazamiento forzado, que en Colombia ha sido sistemático y masivo, impone 
al Estado la obligación de diseñar políticas públicas para esclarecer la verdad, 
garantizar la justicia y reparación a un amplio sector de la sociedad, atenderla con 
asistencia humanitaria y estabilizarla en aspectos sociales y económicos, 
mediante procesos de retorno, reubicación o integración local, en condiciones de 
seguridad, voluntariedad y dignidad. 
 
La Ley 387 de 1997 y el Decreto 173 de 1998 señalan objetivos para el Plan 
Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada. Por su parte, tanto 
la Ley 387 de 1997, como el Decreto 2569 de 2000 indican los fines básicos 
buscados en cada uno de los componentes de la atención.  
 
El contenido de estas normas no fue suficiente para lograr una aplicación 
consecuente y pertinente con lo que en ella se regulaba Posteriormente, y en el 
contexto de los procesos de desmovilización individual y colectiva de los grupos 
paramilitares, se profirió la Ley 975 de 2005 denominada Ley de Justicia y Paz, la 
Corte Constitucional en su Sentencia C-370 de 2006 en donde se declaró la 
exequibilidad de la Ley 975, y a partir de la cual podría afirmarse, que desde el 
punto de vista de la formalidad normativa, dicha ley constituye en efecto un 
instrumento de justicia transicional.  
 
Después de transcurridos varios años de la aprobación de la Ley 975, en donde se 
cuentan únicamente dos sentencias en firme, una de ellas proferida en segunda 
instancia por parte de la Corte Suprema de Justicia. Dejando como saldo 
resultados negativos en cuanto a la desmovilización y reincorporación a la vida 
civil de los grupos paramilitares. Muchos de los que figuraban como postulados a 
los beneficios de la Ley de Justicia y Paz hoy son los cabecillas de las llamadas 
“bandas criminales” y donde no se previeron soluciones efectivas, pensadas para 
las víctimas y desde las víctimas, el 7 de septiembre de 2010, el gobierno del 
presidente Juan Manuel Santos presentó al Congreso de la República un proyecto 
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de ley con el que se pretendía restituir aproximadamente dos millones de 
hectáreas despojadas a campesinos, indígenas y afrodescendientes, se propone 
reparar a las víctimas mediante la combinación de mecanismos de restitución 
administrativa y judicial. Una novedad es que la carga de la prueba del despojo no 
dependerá de las víctimas: demostrar que se tiene derecho a una tierra 
presuntamente despojada recaerá en quien hoy la ocupe. La norma crea una 
unidad administrativa especial, que se ocupará de los temas de despojo, en 
aquellas zonas donde se presume se dio privación de los derechos a la tierra de 
desplazados o de otras víctimas. Luego se expide el Decreto reglamentario de la 
Ley 1448 (hoy Decreto 4800 de 2011). 
 
“Todas las normas nacionales e internacionales aprobadas en Colombia en 
materia de derechos humanos, derechos de las víctimas y reparación integral, han 
sido el fruto de conquistas del amplio movimiento social, entre las cuales 
igualmente se debe incluir la misma Ley 1448. Así mismo, es fundamental tener 
presente que todos estos antecedentes legislativos se impulsaron con ocasión de 
los múltiples crímenes que se cometían en Colombia, y que día tras día, con el 
apoyo impune de sectores de la fuerza pública, de políticos y aún de poderes 
económicos, no necesariamente ilícitos, dejaban a su paso miles de víctimas, de 
esas mismas víctimas que hoy se pretenden reparar a través de la Ley 1448.”  
 
Esta Ley es la muestra el avance del gobierno en materia de salud, educación 
vivienda, atención psicosocial, protección, ayuda humanitaria, entre otras, pese a 
que a la fecha no existe aún la logística para cumplirlas con esas medidas. Según 
el artículo 1° de la Ley 1448, la misma “tiene por objeto establecer un conjunto de 
medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el 
artículo 3° de la presente ley”. Ya sabemos que dicho artículo no contempla a las 
víctimas de graves violaciones a los derechos humanos ocasionadas al margen 
del conflicto armado. Igualmente lo señala el artículo 2° cuando declara que “La 
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presente ley regula lo concerniente a ayuda humanitaria, atención, asistencia y 
reparación de las víctimas”.14 
 
Es un aporte importante en el largo proceso de construcción y consolidación de 
una legislación y una política pública sensible y garantista de los derechos de las 
víctimas. Sin olvidar que se requieren nuevas políticas públicas y reformas de 
instituciones que ayuden a  la construcción de condiciones idóneas que faciliten 
una futura solución negociada del mismo conflicto armado, fruto de la cual se 
puedan impulsar reformas estructurales en el campo social, político y económico 
que posibiliten una paz estable y duradera. 
 
1.2.4.2   Implementación de la Ley 1448 de 2011 
 
“La tierra ha sido uno de los elementos centrales del conflicto armado en 
Colombia, bien sea por las dificultades de acceso, la excesiva concentración 
de la propiedad,  el despojo causado por la violencia y el desplazamiento, o 
por las amenazas y asesinatos de sus líderes por reclamar lo suyo.”15 
 
Con la expedición de nuevas leyes, producto de los nuevos preceptos de la 
Constitución Política de 1991, se ha venido discutiendo estrategias para la 
atención de  las víctimas del conflicto Colombiano sin mayor efectividad.  
 
Con la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas, se presenta un instrumento que 
contribuye en la prevención del desplazamiento y a la protección de los 
desplazados y de las víctimas del despojo. Desafortunadamente en la puesta en 
                                                            
14 Colombia. Congreso de la República. Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
Medio de Publicación: Diario Oficial 48096 de junio 10 de 2011. Bogotá junio 10 de 2011. Artículo1. Editorial 
Temis 2014.  
15 CELIS Andrés. Coordinador Unidad de Protección del ACNUR. Presentación pública cuaderno 
desplazamiento forzado, tierras y territorio. Agendas pendientes: la estabilización socioeconómica y la 
reparación. PNUD Y ACNU. Bogotá,  julio 19 2011 
58 
 
marcha de esta ley se han presentado conflictos, choque de intereses, políticas 
encontradas que lo único que han logrado es dejar a la deriva la verdadera 
esencia de la Ley y a las víctimas en nuevos riesgos. Se debería limitar el grado 
de exposición de las víctimas; éstas no deberían estar expuestas frente a sus 
victimarios. No se puede emplear la aplicación de la ley para acelerar procesos de 
consolidación en escenarios en que aún existen organizaciones armadas.   
 
La Ley de Víctimas es un paso importante para la construcción democrática de la 
paz y la justicia en nuestro país., por ello, requiere del empeño del Estado en su 
conjunto y de la sociedad para que cumpla con los objetivos de materializar los 
derechos de las víctimas a que se conozca la verdad, se haga justicia y se reparen 
de manera integral. El gobierno nacional tiene la responsabilidad de implementar, 
reglamentar y desarrollar la Ley, y por ende, las entidades territoriales juegan un 
papel determinante al momento de diseñar e implementar las medidas previstas 
en la política de atención y reparación integral a las víctimas, para cuyo éxito es 
necesario un trabajo articulado entre los distintos niveles de gobierno. 
 
Según Andrés Celis, Coordinador Nacional Unidad de Protección de ACNUR 
Colombia y frente al tema de la implementación de la Ley 1448 de 2011  opina que 
se carece de  mecanismos efectivos en rehabilitación productiva de la población y 
la poca efectividad del sistema de prevención, haciendo visible la necesidad de 
generar un nuevo modelo de gestión. “La restitución y el retorno deben tener un 
esquema de respuesta ágil e integral. Se requiere un modelo de gestión distinto 
con esquemas de seguimiento permanente que faciliten la respuesta coordinada 
frente a riesgos y los esfuerzos de las distintas instituciones.”16, Igualmente 
muestra la falta presupuestal para dar respuesta inmediata al universo de 
beneficiarios aumentando la expectativa o la frustración de los no atendidos.  
 
                                                            
16 CELIS, Andrés. Retos al implementar la Ley 1448.  Coordinador Nacional Unidad de Protección 
de ACNUR Colombia. 2011 
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El Estado colombiano ha generado varias estrategias en aras de la 
implementación y buen funcionamiento de dicha ley, entre ellas se encuentra un 
curso para la implementación de la Ley 1448 de 2011, sobre restitución y 
formalización de tierras como parte del Programa Especializado del Área Civil La 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y la Unidad de 
Restitución de Tierras del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de 
la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla como una respuesta inmediata a fin de 
apoyar a las y los magistrados y jueces, abogados, abogadas, competentes para 
asumir los nuevos retos que deben afrontar para garantizar a las víctimas del 
conflicto armado la asistencia y reparación integral, mediante la debida aplicación 
del conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, 
individuales y colectivas establecidas por la Ley 1448 de 2011, dentro de un marco 
de justicia transicional, que posibilite hacer efectivo el goce de sus derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se 
reconozca su condición de víctimas y se dignifiquen a través de la materialización 
de sus derechos constitucionales. 
 
En enero de 2012 la Red Nacional de Iniciativas por la Paz y contra la Guerra 
REDEPAZ publicó un  Manual para la implementación de la Ley de Víctimas, 
dirigido a las nuevas autoridades territoriales que se posesionaron al comenzar el 
presente año, para ofrecerles  herramientas concretas para la aplicación de la Ley 
de Víctimas y Restitución de Tierras para apoyar el trabajo de alcaldes y 
gobernadores para colaborar en la labor de implementar oportuna y 
adecuadamente las medidas que menciona la Ley de Víctimas. 
 
Este manual se propone como una herramienta de trabajo, que permita a las 
autoridades electas y a sus equipos de asesores, conocer de manera práctica los 
contenidos de la Ley 1448 de 2011, particularmente frente a las competencias de 
las entidades territoriales en su implementación, de tal forma que cuenten con 
elementos técnicos y conceptuales necesarios para asumir su compromiso frente 
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a la atención, protección y reparación integral de las víctimas, así como su 
participación en los términos que contempla la Ley. 17 
 
En la primera parte de este documento, se desarrollarán los contenidos de la Ley 
frente a las entidades territoriales, particularmente, sus responsabilidades, la 
institucionalidad y los elementos necesarios para una adecuada coordinación 
Nación-Territorio, conforme a los principios constitucionales y un sistema de 
corresponsabilidad. Luego, en la segunda parte, se presentarán algunos puntos 
claves y propuestas para materializar los derechos de las víctimas en el territorio, 
teniendo en cuenta los retos, las necesidades de los procesos de empalme y se 
propondrán unas etapas de trabajo, para integrar los programas territoriales de 
atención y reparación a víctimas y los Planes de desarrollo locales.18 
 
En cuanto al Proceso de restitución de tierras se podría decir que no satisface la 
expectativa del país, sobre la devolución de las tierras a los  campesinos, sus 
legítimos dueños, a los que les fue quitada por el uso de la fuerza o atreves de 
engaños y complicidad de algunas instituciones del Estado. 
 
Las garantías a las víctimas en cuanto al su seguridad y tratándose del tema de 
restitución no han sido efectivas han sido asesinados 28  líderes de procesos de 
restitución, entre ellos “Óscar Manuel Mausa Contreras, directivo de la 
Cooperativa Cootragloban asesinado el  24 de noviembre de 2010, quién 
reclamaba tierras desde 1997 en el  municipio de Turbo, corregimiento Blanquicet, 
vereda La Esperanza,  desplazado a quien le habían restituido un predio de 100 
hectáreas en el Urabá antioqueño, a donde no había podido regresar por falta de 
                                                            
17 CLAUDIA SANTAMARIA VECINO. REDEPAZ. IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY DE VÍCTMAS 
EN LAS ENTIDADES TERRITORIALES. enero de 2012 
18MOVIMIENTO NACIONAL DE VICTIMAS DE CRIMENES DE ESTADO. Informe de seguimiento 




garantías de seguridad. El homicidio de Óscar Mausa fue causado después de 
haber sido amarrado a un árbol, apedreado y torturado de la manera más brutal. 
Eder Verbel Rocha, fue asesinado  El día 23 de marzo de 2011,  
aproximadamente las 6:15 PM de su finca llamada  puerto Colombia a 20 minutos 
del casco urbano de San Onofre, fue interceptado por dos hombres armados tiene 
sin mediar palabra dispararon en su contra. Antonio Mendoza Morales, asesinado 
el día 30 de junio 2011, en el municipio de San Onofre, dirigente de Asociación de 
Desplazados de San Onofre y Los Montes de María, además de ser el único 
concejal del Polo Democrático en el departamento. Antonio lideraba procesos de 
retorno de desplazados en tierras que habían sido despojadas por grupos 
armados y venían apoyando un proceso de exigibilidad de restitución de tierras 
ante las autoridades departamentales y municipales.”19 
 
 
1.2.4.3 Contenido de la Ley 1448 de 2011 
 
La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras busca de alguna manera reunir, en un 
mismo instrumento, diversas medidas y garantías para estas personas, pero no 
codifica todas las normas existentes al respecto. No obstante, se refiere a 
múltiples temas, lo cual la hace tanto comprensiva como ambiciosa. Así, cuenta 
con un capítulo introductorio en donde se señalan una serie de principios 
generales; un capítulo sobre participación de las víctimas en el proceso penal; una 
serie de medidas que buscan garantizar la seguridad y promover la protección de 
las víctimas y los intervinientes en los procesos de reclamación de tierras; una 
sección dedicada a la atención de víctimas y otra a las medidas de asistencia; un 
capítulo sobre las reparaciones en el que se incluye  un novedoso proceso para 
activar la restitución de tierras despojadas; la Ley de Víctimas es una ley 
                                                            
19 MOVIMIENTO NACIONAL DE VICTIMAS DE CRIMENES DE ESTADO. Informe de seguimiento 
a la implementación de la Ley 1448 de 2011. 9 DE JULIO DE 2012. 
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significativa, ya que reconoce que existen victimas del Estado, y esto significa 
visibilizar la situación, generando un espacio aunque reducido, para la reparación. 
 
El  texto de la Ley 1448 de 2011 ha dispuesto en el artículo 168-12 la creación, 
fortalecimiento e implementación de los Centros Regionales de Atención y 
Reparación, cuya finalidad se amplía en el parágrafo del mismo,  como una 
estrategia para la ayuda de las víctimas, se propone  definir los criterios y 
suministrar los insumos necesarios para diseñar las medidas de reparación 
colectiva de acuerdo a los artículos 151 y 152  e implementar las medidas de 
reparación colectiva adoptadas por el Comité Ejecutivo de Atención y Reparación 
a las víctimas. 
 
El título segundo de la Ley desarrolla la ayuda humanitaria, así como las medidas 
de atención y asistencia para las víctimas. Se prevé la entrega de una ayuda 
humanitaria para que las víctimas puedan sobrellevar las necesidades básicas e 
inmediatas que surgen tras una victimización. 
 
La  Ley define la asistencia como el conjunto integrado de medidas, programas y 
recursos de orden político, económico, social, fiscal, entre otros, a cargo del 
Estado, orientado a restablecer la vigencia efectiva de los derechos de las 
víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y garantizar su 
incorporación a la vida social, económica y política. Por su parte, define la 
atención como la acción de dar información, orientación y acompañamiento 
jurídico y psicosocial a la víctima, con miras a facilitar el acceso y cualificar el 
ejercicio de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación uno en donde se 
establece el arreglo institucional que operará el sistema de atención y reparación; 
un capítulo con normas especiales para niñas y niños desmovilizados, y un 




1.3 DEBATES EN TORNO A LA LEY 1448 DE 2011 Y LA RESTITUCIÓN DE 
TIERRAS 
La ley 1448 de 2011 consagró en su estructura una atención, asistencia y 
reparación a las víctimas producto del conflicto armado interno. En su etapa de 
desarrollo ha recibido diversos debates por parte de distintos sectores que no 
fueron resueltos y que se ven reflejados a lo largo del texto. 
A lo largo de intensos debates que deja esta ley 1448 de 2011 es válido 
preguntarse y como se preguntaron Rodrigo Uprimny y Camilo Sánchez ¿cómo se 
alcanzó un consenso sobre un tema que la sociedad y el Estado habían tenido 
abandonado por décadas y respecto del cual hay intereses económicos, políticos y 
hasta militares tan enfrentados? 
En el largo desarrollo de este texto se evidenciaron diferentes posturas respecto a 
la expedición de esta ley, y se llegó a la conclusión por parte de diversos autores a 
la necesidad de implementar un modelo de restitución de tierras pero de una 
manera diferente, para ello se identificaron dos posturas, la primera es la 
restitución como instrumento para el desarrollo agrario y el comercio libre de 
bienes, pero para ello se necesita de unos derechos de propiedad, que eviten la 
informalidad de los títulos y a si se den incentivos para la inversión y la 
acumulación de riqueza, pero la realidad es otra que se caracteriza por la 
informalidad de la propiedad y por un gran atraso en el sistema de notariado y 
registro de predios que reflejan la falta de actualización y sistematización. 
Mezclando la informalidad con el conflicto armado da un mercado de tierras poco 
transparente que conlleva a una valorización de la tierra por fuera de valores 
reales del mercado. 
La segunda postura está relacionada con la restitución no solamente como una ley 
de justicia para las víctimas, sino igualmente como una forma de reconocimiento 
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del campesinado como actor social, cultural, económico y político primordial para 
la edificación de un modelo agrario incluyente, que progrese en la discusión sobre 
el problema histórico de distribución inequitativa de la tierra, el cual es producto 
del mismo conflicto.  
Finalmente lo que se quiere con la primera postura es limpiar y organizar los 
títulos sobre la propiedad para que se genere legalidad y seguridad jurídica, la 
segunda postura es ver la restitución de tierras como un avance fundamental para 
superar las adversidades del conflicto. 
Según las columnas de la investigadora Aura Patricia Bolívar, quien es una gran 
seguidora del proceso de restitución de tierras, afirma la necesidad que el Estado 
brinde la mayor protección a la vida de los reclamantes de tierras, así mismo como 
de los funcionarios públicos, defensores de los derechos de las víctimas y 
periodistas, debido a que las amenazas son constantes por aquellas manos 
negras que quieren que este proceso no llegue a su final.  
Las estadísticas de la Defensoría del Pueblo muestran en los años 2006 y 2011 
que 71 asesinatos de líderes de restitución de tierras a lo largo del territorio 
nacional, y lo que resulta más grave que para el año 2011 solo se había efectuado 
una condena respecto de lo crímenes efectuados. 
Es de destacar como lo dice Aura Patricia Bolívar difícilmente la ley 1448 de 2011 
tendrá éxito debido a que no garantiza que los victimarios sigan delinquiendo  sin 
tener justica por su actuar criminal, mientras los objetivos de protección y 
prevención no se encuadran hacia el respaldo efectivo de las víctimas y no se 
castiguen a los despojadores que quieren ver este proceso enterrado para su 
satisfacción.         
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En Colombia el acaparamiento de tierras es un fenómeno cuyas proporciones no 
se sabe debido a que no se cuenta con un  censo agropecuario desde 1971, y aun 
peor en el campo donde no se tiene un registro actualizado. 
Un informe realizado por OXFAM establece que el 80% de la tierra está en cabeza 
del 14% de los propietarios lo que resalta una gran concentración de la tierra en 
pocas manos, ubicando al país en el puesto once entre los peores que tiene 
distribuida su tierra a nivel mundial y el segundo después de Paraguay a nivel 
Latinoamérica.     
El problema de la Ley 1448 de 2011, aparte de ser el resultado de un acuerdo 
entre sectores contrapuestos que buscan diferentes propósitos, radica en que 
difícilmente puede ofrecer una reparación integral con garantías de no repetición a 
las víctimas en su mayoría rurales. Esto se explica por la prevalencia del conflicto 
socioeconómico, político y armado, en medio de un modelo agrario puramente 
extractivo en el que parece no haber cabida para que las comunidades 
campesinas, indígenas y afro descendientes puedan desenvolver sus vidas bajo 
sus propios referentes y en sus territorios.  
La única opción que el gobierno parece dejarles es mediante su incorporación 
como mano de obra barata en los diversos enclaves extractivos.  
Por si fuera poco, el gobierno nacional continúa estigmatizando y reprimiendo la 
protesta social aludiendo al mismo argumento de siempre: supuestamente las 
movilizaciones estarían infiltradas por las FARC. Es en este punto que la 
construcción de la paz en Colombia resulta ser tan importante para las 
comunidades, ya que una vez desmovilizadas las guerrillas, el gobierno no podría 
continuar deslegitimando la protesta social y sus iniciativas colectivas bajo el 
mismo pretexto. Probablemente encontrarán uno nuevo. 
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La utilización por parte de empresarios de figuras jurídicas como las SAS para 
evadir la prohibición de acumulación de Unidades Agrícolas Familiares en baldíos 
del Estado, y la evasión del asunto por parte del gobierno, reflejan claramente 
cómo mientras en el país se criminaliza la legítima protesta, al mismo tiempo se 
buscan salidas para legalizar el despojo. Esto al mismo tiempo que se promueve 
una ley mediante la que supuestamente se pretende re dignificar a las víctimas. 
El papel de la comunidad internacional en el país ha tenido impactos importantes, 
tanto positivos como negativos: por un lado las presiones para que el gobierno 
respete los derechos humanos han sido quizás uno de los pocos alicientes que 
aun funcionan.  
Sin embargo, la firma de Tratados de Libre Comercio y las dinámicas de 
acaparamiento de tierras en las que varias empresas extranjeras se han visto 
envueltas, revelan claramente cómo los problemas internos en Colombia se ven 
agravados y limitados en soluciones por este tipo de intervenciones extranjeras en 
el país. 
Frente a este difícil panorama cabe resaltar algunos asuntos fundamentales a los 
cuales debe hacerse seguimiento en Colombia tanto a nivel nacional como 
internacional: 
Yacen serias amenazas sobre los pocos mecanismos jurídicos de defensa de los 
territorios colectivos de indígenas y afrodescendientes y de aquellos que impiden 
la concentración de tierra en baldíos del Estado. Específicamente es fundamental 
centrar la atención en las posibles acciones gubernamentales enfocadas al 
desmantelamiento de la consulta previa, las audiencias públicas y las restricciones 
que impiden la acumulación de baldíos en cantidades mayores a una Unidad 
Agrícola Familiar UAF. 
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Las estrategias de deslegitimación y estigmatización de procesos sociales y 
herramientas de defensa de los territorios, conducidas por el gobierno y apoyadas 
en los medios de comunicación oficiales descansan en aludir a la sospecha de 
infiltración, influencia, interés, etc. por parte de las FARC-EP. También ha cobrado 
fuerza sostener que las manifestaciones de inconformismo social están poniendo   
en riesgo, o limitando, el “desarrollo del país”. Este tipo de aseveraciones  no sólo 
impactan las percepciones de la opinión pública frente a las diversas 
manifestaciones del movimiento social, sino que generalmente después que el 
gobierno levanta estos mantos de duda llueven las amenazas y hostigamientos 
por parte de grupos paramilitares reorganizados en contra de las personas que 
protestan o se defienden. 
El gobierno colombiano tiene que avanzar en reconocer la persistencia de grupos 
paramilitares reorganizados que ponen en riesgo las posibilidades de participación 
política de los guerrilleros, con las garantías necesarias para que no se repita el 
caso del genocidio  político de la Unión Patriótica. Pero más aún, mientras el 
gobierno no reconozca las dimensiones políticas y socioeconómicas del conflicto, 
difícilmente tomará medidas que debiliten las estructuras económicas que han 
soportado a los grupos armados ilegales que continúan actuando en función de 
mantener y agudizar la concentración de la propiedad en Colombia y un modelo 
de desarrollo excluyente. 
En Colombia es necesaria la construcción de una política de desarrollo agrario 
incluyente, concertada con las diversas comunidades rurales existentes en el país, 
en donde se reivindique su condición de actores políticos esenciales que tienen 
mucho para aportar en qué se entiende por desarrollo y cuáles serán las medidas 
para promoverlo. Esto es cada vez más urgente en tanto estas comunidades no 
han recibido más que indiferencia, discriminación y represión por parte de la 
institucionalidad estatal. Esto no sólo acrecienta el descontento sino que hace 
cada vez más difícil la construcción de espacios de diálogo porque entre las partes 
reina la desconfianza sustentada en décadas de violencia. 
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El  Estado debe ser consiente que la educación juega un papel importante para 
que seamos un país que no se nos señale por ser el más violento, sino por ser el 
más tolerante y garantizador efectivos  de los derechos humanos como de los 
fundamentales.     
 
CAPITULO 2  
LAS COMUNIDADES NEGRAS DE JIGUAMIANDÒ Y CURVARADÒ 
 
2.1 DERECHOS VIOLADOS A LAS COMUNIDADES EN JIGUAMIANDÒ Y 
CURVARADÒ. 
 
Los derechos vulnerados a estas comunidades afro descendientes de 
Jiguamiandò y Curvaradòson aquellos derechos fundamentales que consagra 
nuestra Carta Política, como el derecho a la vida, a una vivienda digna, como 
también el derecho a la participación de la comunidad afro descendientes  sobre 
las cuencas de Curvaradò y Jiguamiandò, derecho a la seguridad personal, 
derecho a la integridad personal, entre otros. Pero así mismo la Corte 
Constitucional Colombiana profirió la sentencia T-025/04 en la cual no solo se 
refiere al caso en concreto que se ha venido estudiando (desplazamiento forzado 
en las cuencas de Curvaradò y Jiguamiandò), sino que en dicha decisión la Corte 
Constitucional reúne 1150 acciones de tutelas interpuestas por personas 
desplazadas a causa del conflicto armado, entre ellas se encuentran victimas de 
las siguientes ciudades de Colombia: Armenia, Barrancabermeja, Barranquilla, 
Bogotá, Bucaramanga, Buenaventura, Calarcá, Cali, Florencia, Girón, Ibagué, 
Itagüí, Medellín, Neiva, Obando, Pasto, Pereira, Piedecuesta, Popayán, Riohacha, 
Tamunango y Villavicencio.  
 
Bajo esta sentencia se marca un precedente para que a futuro se logre identificar 
quienes son titulares de la acción de tutela referente a temas de desplazamiento y 
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como el estado se encuentra en la obligación de garantizar la protección de los 
derechos fundamentales de aquellas victimas y así mismo como el estado debe 
resarcir los daños que se les ocasiona a las mismas.  
 
Luego de dicho fallo se genero un plan integral de prevención, protección y 
atención a la población desplazada en general, así mismo la corte decreto 
medidas cautelares por la violación de los derechos de restitución de territorios 
colectivos a estas comunidades.  
Frente a este tema de desplazamiento por parte de las comunidades de 
Jiguamiandò y Curvaradò el Sistema Interamericano de Derechos Humanos al 
tener conocimiento de dicho acontecimiento, intervino por medio de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la cual estudio rigurosamente dicho caso, 
sobre el cual tuvo conocimiento por medio de los miembros de las comunidades 
constituidas por el consejo comunitario de Jiguamiandò y las familias de 
Curvaradò beneficiadas con dichas medidas. Y respecto a ello se pronuncio sobre 
el tema en las resoluciones del 6 de marzo de 2003, 17 de noviembre de 2004, 15 
de marzo de 2005, 7 de febrero de 2006, 5 de febrero de 2008 y 30 de agosto de 
2010 y finalmente el 7 de junio de 2011. En esta ultima resolución la corte precisa 
que el Estado Colombiano 
 
1. “Debe adoptar las medidas que fueren necesarias para la protección de la 
vida e integridad personal de los miembros de dichas comunidades de 
Curvaradò y Jiguamiandò. 
2.  La CorteIDH pide a Colombia que establezca un mecanismo de 
supervisión continua y de comunicación permanente en las denominadas 
zonas humanitarias de refugio (dichas zonas se generan a raíz de el 
pronunciamiento de la Corte Constitucional en su sentencia T-02/04 con el 
fin de dar refugio y amparo a estas personas victimas de el desplazamiento 
forzado, y luego es reiterado por la CorteIDH). 
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3. Reitera al Estado Colombiano que debe dar participación a los 
representantes que los beneficiarios designen en la planificación e 
implementación de las mismas y que, en general, los mantenga informados 
sobre el avance de las medidas dictadas por la CorteIDH.”20 
 
Aunque la Corte emanó dichas resoluciones desde la primera proferida el 6 de 
marzo de 2003, los representantes de las cuencas de Curvaradò Y Jiguamiandò 
han venido reiterando que siguen siendo victimas por parte de grupos 
paramilitares, puesto que han llegado a ser desplazados de las zonas 
humanitarias por dichos grupos y que así mismo estos lideres representantes han 
sido victimas de amenazas contra su integridad física, amenazas que en algunas 
ocasiones han acabado con la vida de algunos lideres de estas comunidades afro 
descendientes, como también estipulan dichas victimas que se encuentran en un 
estado de extrema gravedad y urgencia y en peligro de daño irreparable. 
 
 
El Estado Colombiano sustenta que ha implementado todas las acciones que se 
encuentran a su alcance para la protección de los derechos fundamentales de 
estas comunidades en participación con la Policía Nacional Y el Ejercito 
Colombiano, Colombia también sustenta que ha venido realizando autos de 
seguimientos frente a los casos de desplazamiento forzado, específicamente 
sobre las comunidades de Curvaradò y Jiguamiandò como lo son el  auto 
005/2009 y el auto del 18 de mayo de 2010. 
 
Con lo anterior es por ello que la CorteIDH convoca a audiencia el día 27 de junio 
de 2011 al Estado Colombiano y los representantes de las comunidades afro 
descendientes de Curvaradò y Jiguamiandò para así mismo discutir la ampliación 
                                                            
20Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Resoluciones del 6 de marzo de 2003, 17 de noviembre de 
2004, 15 de marzo de 2005, 7 de febrero de 2006, 5 de febrero de 2008 y 30 de agosto de 2010 y el 7 de 
junio de 2011 
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de las medidas cautelares y fijar si el estado ha cumplido o no con dichas medidas 
hasta el momento y si así mismo a generado la protección necesaria para estas 
comunidades, si la corte verifica que el Estado Colombiano ha cumplido con 
dichas medidas cautelares y sigue trabajando para la protección de las 
comunidades afro descendientes de Curvaradò y Jiguamiandò. 
 
Finalmente la CorteIDH anuncia luego de dicha audiencia del 27 de junio de 2011 
anuncia el levantamiento de las medidas cautelares impuestas al Estado 
Colombiano en el caso en concreto (desplazamiento forzado en las comunidades 
de Curvaradò y Jiguamiandò, la corte sustenta dicha decisión con 30 informes que 
recibió que demuestran la intervención del Estado Colombiano y de las mismas 
comunidades ya mencionadas frente al caso, como así mismo el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos realizo 20 reuniones de seguimiento y 
concertación coordinadas por el grupo de Asuntos de protección sobre Derechos 
Humanos de la dirección de Derechos  Humanos y DIH del ministerio de 
relaciones exteriores. 
 
Bajo esos supuestos la CorteIDH la corte reconoció que Colombia ha realizado 
esfuerzos importantes para atender la situación de los miembros de las zonas 
humanitarias y aunque esto no es suficiente para que no existan más riesgos o 
peligro para estas comunidades la CorteIDH considera que el Estado Colombiano 
garantizará que las comunidades de Curvaradò y Jiguamiandò no quedaran 
desprotegidas.   
 
Por todo lo anterior se concluye que aunque la situación de dichas comunidades 
afro descendientes es de suma importancia ya que con este proceso se deja 
precedente sobre la restitución de tierras y la justicia transicional para futuros 
procesos en Colombia, la intervención por parte de la CorteIDH ha sido de gran 
ayuda para estas comunidades ya que se sienten con mayor protección frente a 
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sus derechos y con mayor seguridad de que el Estado Colombiano no dejara a un 
lado la protección de dichas comunidades.  
 
2.2 ESTRATEGIAS ESTATALES FRENTE A LA LEY DE VÍCTIMAS 
 
2.3.1 Estrategias judiciales 
 
En cuanto a la asistencia jurídica y de la unidad de justicia y paz de fiscalía se 
propende por facilitar el  registro y de seguimiento al proceso de participación de 
las víctimas en los procesos de reparación judicial, junto con una orientación y 
acompañamiento psicojurídico que consiste en realizar una valoración psicosocial 
y jurídica del caso de la persona para facilitar su participación en el proceso de 
atención y de reparación. 
 
El ttítulo II 21de la Ley nos ilustra sobre los derechos y garantías judiciales de la 
víctima, donde se aclara que la víctima y/o su representante deberán ser 
informados de todos los aspectos jurídicos, asistenciales, terapéuticos u otros 
relevantes relacionados con su caso, desde el inicio de la actuación y a fin de 
hacer efectivos sus derechos dentro de la actuación penal o en el marco de los 
procesos de justicia y paz, las víctimas deberán ser informadas del inicio, 
desarrollo y terminación del proceso, de las instancias en que pueden participar, 
de los recursos judiciales a su disposición y de la posibilidad de presentar 
pruebas, entre otras garantías previstas en las disposiciones legales vigentes. Se 
comunicará a la víctima  sobre el inicio de la investigación formal y de la 
posibilidad de constituirse en parte dentro de la actuación, de la celebración de las 
audiencias públicas preparatorias y de juzgamiento y de la posibilidad de participar 
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en ellas, de la sentencia, recursos y demás actuaciones procesales que afecten 
sus derechos.  
 
La víctima tendrá derecho, a ser oída dentro de la actuación penal, a pedir 
pruebas y a suministrar los elementos probatorios que tenga en su poder. 
Se creará un protocolo para la investigación de delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales, en el que se contemplen medidas jurídicas y psicosociales y 
aspectos como el fortalecimiento de las capacidades de los funcionarios para la 
investigación, el trato, la atención y la asistencia a las víctimas durante todas las 
etapas del procedimiento, y acciones específicas para la atención de las mujeres, 
niños, niñas y adolescentes víctimas. 
 
La Defensoría del Pueblo prestará los servicios de orientación, asesoría y 
representación judicial a las víctimas a que se refiere la presente ley. Para tal 
efecto, el Defensor del Pueblo efectuará los ajustes o modificaciones que sean 
necesarios para adecuar su capacidad institucional en el cumplimiento de este 
mandato. Igualmente prestará los servicios de representación judicial a las 
víctimas que lo soliciten mediante el Sistema Nacional de Defensoría Pública. 
Para ello, designará representantes judiciales que se dedicarán exclusivamente a 
la asistencia judicial de las víctimas a través de un programa especial que cumpla 
tal cometido, incorporando criterios de asesoría diferenciales y un componente de 
asistencia para mujeres víctimas. 
 
2.3.2  Estrategias administrativas. 
 
Se presenta un modelo de apoyo interinstitucional cuyos objetivos giran alrededor 
de brindar una estrategia de atención a los desplazados, en cuanto a la restitución 
jurídica y material de las tierras despojadas, la Ley crea Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, entidad Adscrita al 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, como instancia administrativa cuyo 
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objetivo central es "servir de órgano administrativo del Gobierno Nacional para la 
restitución de tierras de los despojado" a que se refiere la Ley 1448 de 2011 y 
llevar el Registro Único de Tierras Despojadas. Esto significa que la Unidad será la 
encargada de diseñar y administrar el Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas, en donde además del predio, se inscribirán las personas sujeto de 
restitución, su relación jurídica con la tierra y su núcleo familiar. 
 
La Ley señala una indemnización por vía administrativa: Tienen derecho a la 
indemnización por vía administrativa las personas que sufrieron los hechos 
victimizantes y para hacerla efectiva se establece un procedimiento especial para 
evitar: (i) que víctimas con derechos se queden por fuera del proceso de 
indemnización, y (ii) que personas sin derecho sean incluidas en el sistema 
injustamente. Esta indemnización incluye la figura del Contrato de Transacción, 
según la cual la víctima podrá aceptar, de forma expresa y voluntaria, que la 
entrega y recepción de la indemnización administrativa se entiende realizada en el 
marco de un contrato de transacción en el cual la víctima acepta y manifiesta que 
el pago realizado incluye todas las sumas que este debe reconocerle por concepto 
de su victimización, con el objeto de precaver futuros procesos judiciales o 
terminar un litigio pendiente. Lo anterior, sin perjuicio del reconocimiento de las 
demás medidas de reparación consagradas en la presente ley, de los derechos no 
patrimoniales de las víctimas, y en el entendido de que ello no releva al victimario 
de su obligación de reparar a la víctima según sea establecido en el marco de un 
proceso judicial de cualquier naturaleza 
 
2.3.3  Estrategias sociales 
 
Se ofrece una orientación y acompañamiento psicosocial que pretende prestar 
apoyo preventivo y de atención terapéutica, a las víctimas y a los funcionarios, 
igualmente formar y sensibilizar a los funcionarios que están al frente de la 
atención a las víctimas, así como multiplicadores comunitarios, para tener 
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acciones de incidencia y práctica institucional, extramurales, con base en un 
aporte específico de la atención psicosocial y prevención de la salud mental. 
Igualmente una  atención especializada a niños y niñas con acciones de 
acompañamiento psicosocial, pedagógico y de fortalecimiento de vínculos 
familiares y comunitarios que permita fortalecer la capacidad protección de la 
infancia afectada por el conflicto armado.  
 
Las medidas en materia social, calidad de vida, dignidad están establecidas 
claramente en el título II de la Ley, se dan especiales herramientas para apoyar a 
las víctimas con los gastos funerarios, de igual manera, se incluye la asistencia de 
medidas especiales en materia de educación y salud para las víctimas.22 
 
En cuanto a la atención a las víctimas del desplazamiento forzado se solicitará a la 
persona víctima de desplazamiento forzado  rendir declaración ante cualquiera de 
las instituciones que integran el Ministerio Público, dentro de los dos (2) años 
siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen al desplazamiento, siempre y 
cuando estos hechos hubiesen ocurrido a partir del 1o de enero de 1985, y no se 
encuentre registrada en el Registro Único de Población Desplazada. La 
declaración hará parte del Registro Único de Víctimas, para ellos se establecen 
tres fases o etapas para la atención humanitaria de las víctimas de 
desplazamiento forzado: 
 
1. Atención Inmediata: es la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que 
manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia 
alimentaria. 
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2. Atención Humanitaria de Emergencia: es la ayuda humanitaria a la que tienen 
derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya 
expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y 
se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su 
subsistencia mínima. 
 
3. Atención Humanitaria de Transición: es la ayuda humanitaria que se entrega a 
la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de 
Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia 
mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no 
presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de 
la Atención Humanitaria de Emergencia. 
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá adelantar las acciones 
pertinentes para garantizar la alimentación de los hogares en situación de 
desplazamiento. De igual forma, la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los entes territoriales adoptarán las 
medidas conducentes para garantizar el alojamiento temporal de la población en 
situación de desplazamiento. 
 
Si la víctima de desplazamiento forzado decide voluntariamente  reubicarse, el 







2.3.4  Estrategias económicas23 
 
Mediante la ley se creará fondo de reparación para las víctimas de la violencia que 
subsistirá con fuentes como el producto de las multas impuestas a los individuos o 
a los grupos armados al margen de la ley en el marco de procesos judiciales y 
administrativos; Las contribuciones voluntarias efectuadas por gobiernos, 
organizaciones internacionales, particulares, sociedades y otras entidades; Las 
sumas recaudadas por entidades financieras como resultado de la opción de 
donación voluntaria al finalizar las transacciones en cajeros electrónicos y 
transacciones por Internet; Las sumas recaudadas por almacenes de cadena y 
grandes supermercados por concepto de donación voluntaria de la suma 
requerida para el redondeo de las vueltas; El monto de la condena económica de 
quienes han sido condenados por concierto para delinquir por organizar, 
promover, armar o financiar a grupos armados al margen de la ley y los recursos 
provenientes de los procesos de extinción de dominio que se surtan en virtud de la 
Ley 793 de  2002. 
 
La Ley incluye un capítulo que habla sólo de las reparaciones y propone un 
novedoso proceso para activar la restitución de tierras despojadas. 
 
2.3 INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA PROBLEMÁTICA DEL 
DESPLAZAMIENTO FORZADO EN JIGUAMIANDÒ Y CURVARADÒ 
Ley 387 de 1997: Esta figura crea las Unidades de Atención a personas que son 
desplazadas creando así espacios de orientación contando con una amplia 
participación institucional y de organizaciones de la sociedad civil. Igualmente 
emite el concepto sistémico del desplazamiento forzado definiendo así mismo 
quien era desplazado. 
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En marzo de 2006 se da una protección de los derechos humanos con la 
aprobación de un documento CONPES que busca fortalecer la capacidad del 
estado para la investigación, juzgamiento y sanción para las infracciones y 
violaciones de los derechos de las personas desplazadas.  
En el decreto 1290 de 2008 se establece la indemnización individual por vía 
administrativa, para la población desplazada el monto indemnizatorio era de hasta 
de 27 Salarios mínimos mensuales legales vigentes. Pero asi mismo hubo un 
cambio en este monto por el Decreto 4800, disponiendo para la población 
desplazada sumas de hasta 17 salarios mínimos legales mensuales. La nueva 
norma no avanza en relación a las sumas de la indemnización administrativa 
anterior, criticada por establecer montos insuficientes para las víctimas, y por el 
contrario es regresiva para la población desplazada al reducir la suma 
indemnizatoria. 
La ley 1190 de 2008, este año se declara como el año de la promoción de los 
derechos de la población desplazada, esta reglamenta las responsabilidades de 
los entes territoriales en la creación e implementación de planes integrales y de 
invertir en viviendas de interés social para así poder cumplir la reubicación de 
estas personas desplazadas debiendo los alcaldes y gobernadores dar un informe 
detallado a Acción Social. 
Decreto 4800 de 2011 identifica la importancia del Comité de Justicia Transicional.  
El 10 de Junio de 2011 el Presidente de la República sancionó la ley 1448 “Por la 
cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas 
del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, norma que constituye 
un hecho histórico en el reconocimiento de los derechos de las víctimas, y un paso 
importante para la consecución de la paz. ¿Qué personas son consideradas 
víctimas? ¿Cuáles son las situaciones victimizantes? ¿Son víctimas también las 
familias? Y diferentes aspectos relacionados con la figura del desplazamiento. 
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El Estado Colombiano ha hecho presencia en Curvaradó y Jiguamiandó, en el 
Chocó, y se ha  comprometerse con la comunidad afrocolombiana del lugar  a que 
después de casi dos décadas los territorios colectivos volverán a sus manos. 
Promesa que hasta hoy no se ha cumplido. 
Los habitantes de esta zona del Bajo Atrato Chocoano fueron desplazados por 
grupos paramilitares y después sus tierras fueron despojadas por parte de un 
grupo de empresas y particulares que se valió de la amenaza armada, pero 
también de ventas y títulos falsos que ya fueron revocados. 
Todo esto ya lo probó la justicia. Y, aunque varios fallos han ordenado que se 
devuelvan las tierras, la recuperación material no se ha logrado y los palmeros 
siguen allí mientras que 23 comunidades esperan. 
Los palmeros que ocuparon las tierras siempre alegaron que las compraron de 
manera legal y, para demostrarlo, exhibían sus títulos registrados. Pero hace un 
mes la Superintendencia de Notariado y Registro culminó el trabajo de inspección 
de esos registros y concluyó que los que corresponden a 25.479 hectáreas son 
ilegales. 
La forma en que estos empresarios se apropiaron de las tierras de las 
comunidades negras constituye todo un caso en creatividad ilegal. 
 
2.3.1 Acciones legales24 
En el año 2000, el INCORA adjudicó 46.084 hectáreas al Consejo Comunitario de 
Curvaradó y 54.973 al Consejo Comunitario de Jiguamiandó. A pesar de esa 
titulación colectiva, cuando los paramilitares desplazaron a las comunidades, más 
                                                            
24http://lasillavacia.com/historia/curvarado-y-jiguamiando-la-gran-prueba-de-la-restitucion-de-tierras-de-
santos-22612#sthash.KacovScU.dpuf. Consultado en noviembre de 2014. 
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de la mitad de las tierras fueron invadidas para cultivar palma de aceite y 
ganadería. Pero no sólo fue invasión. También intentaron legitimar la ocupación. 
Lo hicieron de varias formas. Una fue con el aumento de hectáreas de cada finca, 
en un proceso que la Supernotariado llama “accesiones” y que permitía que un 
solo título se convirtiera en un latifundio. Otra, con la falsificación de las 
resoluciones de adjudicación del Incora y en la última modalidad detectada se 
encontró que registraron transacciones después de que la justicia lo tenía 
prohibido (el año 2000). 
La Superintendencia de Notariado y Registro logró demostrar que 17.720 
hectáreas que pertenecían a la comunidad negra que ocupa el área de Curvaradó 
y Jiguamiandó fueron adquiridas de manera ilegal con el visto bueno de la Oficina 
de Registro de Quibdó. 
Lo que hicieron los empresarios palmeros fue tomar las parcelas entregadas por el 
Incora a los miembros de la comunidad afrodescendiente y, una vez los 
paramilitares los habían desplazado, las convirtieron en latifundios. Su justificación 
fue que el río se había corrido y por eso el terreno había aumentado. 
El “movimiento” del río fue tal que un funcionario de la Supernotariado asegura 
que si algo así hubiera en realidad ocurrido habría cambiado el mapa de 
Colombia, pues significaría que un río se movió 17 kilómetros sin que nadie se 
diera cuenta. 
El caso más grande de todos fue el de Santa Teotista, una finca de 18 hectáreas 
que el Incora entregó en 1990 a Lino Antonio Díaz Almario, un nativo de la región 
que la trabajó durante seis años, cuando murió ahogado en el río. 
Lino Antonio murió pero su firma apareció seis años después en San Jacinto, 
Bolívar, en una escritura pública donde sumaba a sus 18 hectáreas 5.927 
hectáreas más y las vendía a una empresa. Meses después esa empresa la 
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vendió a otra, la Compañía Urapalma S.A., que para que la transacción pareciera 
legal, parceló la nueva finca en cuatro títulos del Incora que a su vez subdividió en 
doce títulos más. 
Urapalma S.A. peleó la posesión de la finca con certificados de libertad y tradición 
expedidos por la Oficina de Instrumentos Públicos de Quibdó. Esos registros ya 
fueron anulados por la Supernotariado. 
Lo mismo ocurrió con la finca La Nevera donde 32 hectáreas que le adjudicó el 
Incora a Sixto Pérez se convirtieron, por obra y gracia de una escritura pública, en 
4.241 hectáreas. Allí, el Supernotariado declaró ilegal la entrega de 4.208 
hectáreas. 
En la finca Para Qué Más, la venta se hizo por 5.055 hectáreas cuando el Incora le 
había entregado al campesino Luis Urango Quintero sólo 55 hectáreas. 
Y la última de estas parcelaciones se hizo en la finca Bellavista que permitió 
convertir una parcela de 23 hectáreas en una finca productora de palma de 2.627 
hectáreas. 
Las empresas que están en la zona ilegalmente son la Unión de cultivadores de 
palma de aceite en el Urabá, "Urapalma S.A.", Palmas S.A., Palmas de Urabá 
Palmura S.A., Palmas de Curvaradó Limitada, Palmado Ltda., Lujasa Ltda., 
Inversiones Palmas S.A. Inverpalma S.A., CI El Roble S.A., Agropalma. También 
hay dos empresas ganaderas y 24 particulares que están explotando la tierra de 
manera ilegal. Y así ya lo confirmó la Supernotariado, el Incoder y hoy lo investiga 
la Fiscalía. 
A estas empresas, el Tribunal Administrativo del Chocó les ordenó que devuelvan 
las tierras a las comunidades negras y seis de esas nueve empresas ya están 
82 
 
siendo investigadas por la Fiscalía por usurpación de tierras, desplazamiento 
forzado y concierto para delinquir.25 
2.3.2 La restitución 
El estudio de la Superintendencia de Notariado y Registro comenzó en 2007 y la 
revocatoria de los registros se dio hasta hace un mes, cuando se acabó la revisión 
de los títulos de propiedad. Esas 25 mil hectáreas hoy legalmente no son de los 
palmeros y tendrán que ser entregadas a la comunidad negra. 
Lo que sigue es la devolución de las tierras pero ahí es donde mayor conflicto se 
ha dado porque los palmeros se niegan a devolver las tierras y porque hay una 
división interna entre la comunidad, pues un pequeño sector apoya a los 
empresarios. 
El 21 de marzo del año pasado, se eligió un consejo comunitario que, siendo la 
autoridad de las comunidades afrocolombianas, es el órgano que finalmente 
decidirá a quién se entregarán las tierras. Pero sorprendentemente salió elegido 
como representante Germán Marmolejo, un afrodescendiente oriundo de la zona, 
pero que sólo tuvo el voto de dos comunidades. A él lo señalan las comunidades 
como defensor de los palmeros, específicamente de las familias Argote y Molano 
que tienen cultivos de palma en la zona. 
Esas familias están peleando para que les entreguen parte de las tierras 
ancestrales con el argumento de que ya llevan tiempo explotando la palma y en 
eso los apoya Marmolejo, quien oficialmente hoy no representa a las comunidades 
y seguramente recibirá su tierra, pero con la misma medida de los demás 
miembros de la comunidad. 




Dado que él defiende los intereses de los palmeros, se dijo en su momento que el 
nuevo consejo había negociado contratos de arrendamiento con los palmeros 
hasta por 50 años. 
La Corte Constitucional logró parar la entrega de las tierras a ese nuevo consejo y 
emitió un auto el 18 de mayo de 2010 donde adoptó medidas cautelares para 
proteger a la población afrodescendiente de las cuencas de los ríos Curvaradó y 
Jiguamiandó, dejó sin piso el nuevo consejo y le dio un plazo perentorio al 
Gobierno para devolver esas tierras: el 10 de julio de 2010. 
Pero esta restitución no se llevó a cabo. Y en agosto, recién posesionado, el 
gobierno de Juan Manuel Santos se dio cuenta de que lo iban a acusar de 
desacato. Entonces, en noviembre solicitó a la Corte la ampliación de los plazos. 
La visita de hoy de los dos ministros es la última de la primera parte del nuevo 
cronograma. Y el objetivo es devolver la confianza a las comunidades y de paso 
implementar un censo como paso previo para la devolución de las tierras. 
Para saber quiénes realmente son los habitantes ancestrales de la zona, la Corte 
Constitucional ordenó levantar un censo. Lo que pretenden hoy los ministros es 
concertar la metodología que vienen estudiando con las comunidades. El trabajo 
no será fácil. Se trata de ir casa por casa a preguntar quién vive hoy y 
preguntarles a los más ancianos quiénes fueron sus vecinos, revisar las bases de 
datos y buscar los desplazados que están en otras partes del país. 
Ya hay consenso para comenzar el conteo y con eso realizar una nueva asamblea 
para que la comunidad elija un nuevo representante que será quien decida a quién 
se le van a entregar los títulos. 
Porque uno de los problemas que tendrán que enfrentar (¡otro!), es que se está 
dando en la zona un rápido repoblamiento. Semanalmente están llegando grupos 
de afro descendientes de diferentes partes del país que se quieren hacer incluir 
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entre las comunidades que votan en el Consejo y con ello acompañar a la mayoría 
que apoya a los palmeros y poder hacerse parte de la tierra. Y, encima de todo, 
algunas autoridades regionales ya han tomado partido. Por ejemplo, según los 
representantes de las 23 comunidades negras, el coordinador del programa 
presidencial Acción Social en Urabá, Luis Mario Gaviria Vélez, hermano de José 
Obdulio Gaviria, ya tomó partido por los palmicultores. 
El Ministerio del Interior teme que los nuevos habitantes de la zona se conviertan 
en un nuevo problema en otra parte del país. Si no quedan incluidos en el censo, 
como debería ser por ser nuevos en la zona, no tendrán tierra y podrían pelear 
que son desplazados. Y después, para irse de Curvaradó y Jiguamiandó pidan 
que los reubiquen en otra parte. 
Los conflictos internos ya empezaron. Ayer, la inspectora de la zona, que es la 
encargada de entregar los nuevos títulos y restituir los predios, dijo que no tenía 
garantías para ejercer su trabajo y renunció a su cargo y uno de los sectores de la 
comunidad incendió el cultivo de otro de ellos. Y a esto se suma la presencia de 
bandas emergentes en la zona y continuas amenazas contra los líderes negros. 
Por todo esto, el trabajo que ya lleva más de diez años, en realidad apenas 
comienza. El trabajo de ahora en adelante para que los fallos de los organismos 
judiciales se vuelvan realidad sólo será efectivo cuando materialmente la 
comunidad negra de Curvaradó y Jiguamiandó reciba sus títulos y puedan volver a 
sembrar en sus tierras. Ese es el verdadero reto de la restitución de tierras. Y a 
eso se comprometerán hoy los ministros del Interior y de Agricultura, que están 








BALANCE DEL CUMPLIMIENTO DEL ESTADO COLOMBIANO 
 
3.1 BALANCE DE LA LEY DE VICTIMAS A HOY. 
   
Luego de cuatro años de promulgación de la Ley de Víctimas y quedando 
establecido que el Gobierno Nacional tenía un plazo de seis meses para su 





 El principal obstáculo se encuentra en los mecanismos utilizados para la 
reparación por vía administrativa y el de la restitución de tierras. Sobre la 
reparación por vía administrativa que aún no se ha puesto en funcionamiento el 
Registro único de Víctimas acumulando casi 200.000 solicitudes de las 
víctimas, no hay una participación organizada de las víctimas en la aplicación 
de la ley, en la discusión y adopción del Protocolo de la participación de las 
víctimas en la puesta en marcha de la ley.  Además la duda gira en torno a si  
la victima se atreverá a exigir la restitución de sus tierras en un territorio no 
contralado por el Estado.  
 
 Igualmente no se ha garantizado un mecanismo que muestre la transparencia 
en el pago de las indemnizaciones a las víctimas por vía administrativa. Se 
deberá establecer un orden de prioridades de las víctimas para estos pagos, 
“primero deberían pagarse a las mujeres cabeza de familia con mayor número 
de hijos menores, luego debería pagarse a los hombres solos cabeza de 
familia con el mayor número de hijos menores, luego a los discapacitados, etc. 
etc. esto por vía de ejemplo. Esto permitiría establecer el orden en que el 
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Estado va reconociendo y pagando los montos de las reparaciones por la vía 
administrativa. No hacerlo es permitir que el clientelismo siga operando como 
lo ha hecho en el programa Familias en Acción, en que se encuentran más de 
300 mil familias víctimas del desplazamiento forzado.”26 
 
 Los montos definidos para los distintos hechos victimizantes están muy por 
debajo de los estándares definidos en el país por el Consejo de Estado y por 
debajo de los estándares y montos fijados por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  
 
 la puesta en marcha de la política de restitución de tierras ha sido lenta y ha 
generado por demás violencia e inseguridad para los líderes del proceso. Se 
ha presentado el asesinato de los líderes de la reclamación de las tierras en 
distintas regiones del país. Desde el año 2005 han sido asesinados 56 líderes 
de reclamación de tierras. 
 
 Así mismo y por efectos de la desorganización y el amiguismo político 
aparecen cada día víctimas que no son víctimas  y que no cumplen con lo 
establecido en el artículo 3º de la mencionada Ley.27 Concepto ampliado por la 
Corte Constitucional en febrero de 2012. De otro lado, la definición de víctima 
sigue generando polémicas, al menos por tres razones: 1) la exclusión las 
personas que hayan pertenecido a grupos armados al margen de la ley, lo cual 
es problemático, pues si un paramilitar o un guerrillero es torturado, no deja de 
ser víctima a pesar de ser también culpable; 2) no queda claro si están 
                                                            
26 SANTANA RODRÍGUEZ Pedro. Abogado e investigador asociado grupo Hegemonía, Guerras y 
Conflictos, Instituto de Estudios Políticos, Universidad de Antioquia.Presidente Corporación Viva la 
Ciudadanía “A un año de la promulgación de la ley de víctimas” Edición N° 00307 – Semana del 15 
al 21 de Junio de 2012.  
27 artículo 3, “no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus 
derechos como consecuencia de actos de delincuencia común (énfasis añadido)”, considerándose 
como tales, únicamente, a “aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un 
daño por hechos ocurridos a partir del 1 de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” 
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incluidas en los beneficios las personas victimizadas por los grupos armados 
que se activaron después de la desmovilización de los paramilitares (las 
llamadas Bracrim), y 3) la ley estipula que se podrán obtener reparaciones 
administrativas materiales por hechos posteriores a 1985, y algunos críticos 
consideran que debió establecerse una fecha anterior. 
 
 En cuanto al esclarecimiento histórico la búsqueda y el reconocimiento de la 
verdad quedan sin cubrir, lo cual afecta no solo la posibilidad de satisfacer el 
derecho de las víctimas y de la sociedad en general a saber con certeza lo 
ocurrido, sino que además impide hacer ejercicios no disputados de reparación 
y reconocimiento. Adicionalmente, sin una política efectiva de judicialización de 
los más graves hechos y atrocidades cometidas en el conflicto, las medidas de 
reparación quedan vacías en su contenido.  
 
 Finalmente no se ven resultados contundentes en esta en la aplicación de la 
Ley la restitución de tierras. 
 
3.1.2. Aciertos 
             
No puede desconocerse la trascendencia e importancia histórica de la norma, así 
como el hecho de que la Ley de Víctimas, objeto de múltiples felicitaciones y 
reconocimientos nacionales e internacionales, representa al menos la primera 
iniciativa jurídica e institucional que en las últimas tres décadas se ha adelantado 
en función de la confrontación armada, ya no para resolver la situación jurídica de 
quienes dejan, han dejado o habrán de dejar las armas vía indulto, amnistía o 
pena alternativa, sino para atender los reclamos de quienes han sido afectadas 
por las mismas.  
 
La ley incorpora en general de manera apropiada, a nivel de los principios, los 
estándares internacionales sobre derechos de las víctimas. Igualmente la 
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sistematización de los derechos de las víctimas en el proceso penal es apropiada, 
aunque a nivel técnico pueda discutirse la conveniencia de que esas medidas 
estén en la Ley de Víctimas y no en el Código de Procedimiento Penal. Algunas de 
estas, además, buscan reducir discriminaciones de género detectadas en el 
acceso a los procesos ordinarios y de Justicia y Paz. 
 
Rodrigo Uprimny Yepes Investigador de de justicia destaca que la Ley  hace una 
apuesta importante por establecer medidas en todos y cada uno de los 
componentes de la reparación (restitución, compensación, satisfacción, 
rehabilitación y garantías de no repetición), en donde se destaca el capítulo de 
restitución de tierras. Crea un sistema mixto judicial/administrativo para que las 
personas que han sido despojadas de sus tierras, como producto del 
desplazamiento forzado ocasionado por el conflicto, puedan reclamarlas de 
manera expedita y con algunas ventajas derivadas de la flexibilización de cargas 
probatorias y la creación de presunciones de despojo.28 
 
El Estado se debe centrar en la necesidad de la reconciliación, que debe ser un 
proceso mucho más amplio que permita alcanzar la democracia y la equidad. Para 
que haya la posibilidad de la Verdad, Justicia y Reparación se debe partir de 
reconocer que en nuestro país no es cierto que si hay reconciliación hay 
democracia. 
 
3.2 RETOS PARA EL GOBIERNO 
 
“Si hay democracia posiblemente habría reconciliación y si la democracia 
existe y no se está reconciliado no pasa nada”.29 
                                                            
28UPRIMNY YEPES Rodrigo. Ley de Víctimas: avances, limitaciones y retos. Agosto 13 de 
2011.Artículo rescatado de internet. 






Con todo lo anterior  la ley tiene riesgos y desafíos adicionales que solo podrán 
ser superados a partir del estricto cumplimiento de la reglamentación de 
esta,(Decreto 4800, Decreto, Decreto 4802, Decreto 4803, Decreto 4829, Decreto 
4802, y posteriores). 
 
Un gran reto es  la reparación administrativa, la reparación para pueblos indígenas 
y comunidades negras, las reparaciones colectivas, entre otras, garantizar 
seguridad para las víctimas que van a acceder a los mecanismos, especialmente 
para los reclamantes de tierras, asegurar una adecuada participación de las 
víctimas y sus organizaciones tanto en el diseño como en la ejecución de las 
medidas. Cuarto, proporcionar la estructura institucional necesaria para 
implementar la ley de manera tal que sea pronta, eficaz, respetuosa y sensible con 
las víctimas. 
 
La inversión del Estado en materia de reparaciones sigue siendo un tema por 
aclarar; el Estado y la sociedad deben hacer los esfuerzos necesarios para que las 
disposiciones establecidas en esta se hagan realidad.” El efecto simbólico de su 
aprobación y el compromiso del Gobierno se tornarán negativos si no se traducen 
en medidas concretas y específicas que vayan más allá de la entrega disfrazada 
de unos beneficios sociales o unos reconocimientos vacíos.” 
 
El Estado colombiano pagará en los próximos 10 años un total de 54,9 billones de 
pesos como reparación administrativa a víctimas del conflicto armado interno, "El 
resultado total de la cuantificación para población desplazada y víctima de otros 
hechos victimizantes asciende a los 54,9 billones de pesos de 2011 para el 
periodo 2012-2021"30, La cifra corresponde a cerca de la tercera parte del 
                                                            
30Estudio delConsejo de Política Económica y Social (Conpes), órgano que depende del 




presupuesto anual de Colombia que este año fue fijado en 165,3 billones de 
pesos (unos 91.000 millones de dólares). 
Los 54,9 billones de pesos se destinarán a la reparación de las víctimas del 
conflicto que se inscribieron como tales entre el 22 de abril de 2008 y el 22 de abril 
de 2010. 
La reparación "excluye a quienes sean víctimas pero aún no han sido registradas, 
así como a aquellos que sufran nuevos hechos victimizantes en el marco del 
conflicto armado interno", según el documento. 
 
3.3 SANEAMIENTO DE TIERRAS EN LAS POBLACIONES NEGRAS DE 
JIGUAMIANDÒ Y CURVARADÒ. 
En cuanto al saneamiento de tierras a la población afrodescendiente en las 
poblaciones de Jiguamiando y Curvarado encontramos unas leyes, autos 
referentes a ello, en primer lugar encontramos La Ley 1148  Por la cual se dictan 
medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado interno y una de sus funciones que busca es sanear las tierras que habían 
sido despojadas, luego encontramos al Ministerio del Interior en cumplimiento de 
lo ordenado por la Honorable Corte Constitucional en los Autos de seguimiento a 
la Sentencia T-025 de 2004, relativos a la protección de estas comunidades y la 
respectiva forma para que las comunidades puedan regresar al territorio que 
alguna vez les perteneció 
Luego encontramos En el Informe de "Caracterización jurídica y saneamiento de 
los territorios colectivos de Curvaradó y Jiguamiandó" del 12 de julio de 2012 
donde el Incoder, en cumplimiento del autos 045 y 112 del 2012 de la Corte 
Constitucional que confirma la ocupación ilegal que siguen haciendo en los 
territorios de Curvaradó y Jiguamiandó. 
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Posteriormente hallamos mediante Auto 112 del 18 de mayo de 2012 la Corte 
Constitucional ordenó al INCODER y a los Ministerios del Interior y Agricultura y 
Desarrollo Rural, “Revisar y armonizar conjuntamente los cronogramas de 
actividades y metas propuestos”, a fin de que “los procesos de caracterización, 
saneamiento y ampliación de los territorios colectivos”, no se conviertan en un 
factor de riesgo para el avance del proceso de restitución material de los territorios 
colectivos de las comunidades afrocolombianas de Curvaradó y Jiguamiandó.  
Que se pretende o cual es la finalidad de estas órdenes a cumplir, Estas son:  
Identificar el estado actual de ocupación, tenencia y explotación de los predios de 
propiedad privada deslindados, Establecer las áreas de los territorios colectivos, 
indebidamente ocupadas por parte de poseedores de mala fe y que están 
generando conflictos de uso y ocupación, Establecer las áreas de los territorios 
colectivos invadidas o repobladas, por parte de personas ajenas a las 
comunidades beneficiarias.  
Y Finalmente en el artículo 15 de la Ley 70 de 1993 donde señala que los 
poseedores de mala fe, son aquellas personas ajenas naturales o jurídicas a las 
comunidades negras, que ocupan y explotan partes del territorio colectivo 
adjudicado, sin el consentimiento expreso de las autoridades comunitarias 
legitimas. Estos poseedores de mala fe no tienen derecho a la adjudicación por vía 
de pertenencia o prescripción, porque los territorios colectivos son 
imprescriptibles; tampoco tienen derecho al reconocimiento de las mejoras 
establecidas, por expresa prohibición legal. Con esto podemos establecer la 
prohibición existente y por tanto se obliga al saneamiento de las tierras ocupadas 







El principal rasgo característico de la Constitución Política de Colombia es el de 
ser una Constitución para la paz, originada en un consenso democrático en el que 
participaron diversos sectores de la sociedad, impulsada en parte, por un proceso 
de paz, que determinó además su contexto político. 
La misma Constitución impuso al Estado la obligación de garantizar el 
restablecimiento del orden público, la paz y la convivencia, teniendo en cuenta no 
sólo a los actores del conflicto, sino además a las víctimas del mismo y sus 
derechos. Las herramientas utilizadas para el cumplimiento de estas obligaciones 
deben adecuarse a la estructura de valores, principios y derechos consagrados en 
la Constitución. 
El Estado conserva su carácter de único garante de los derechos humanos, 
principio en el que se funda su más radical legitimidad. Por ello mismo, el Estado 
es el único eventual violador de tales derechos. Por ende, se deben crear nuevos 
mecanismos y estrategias en pro del respeto y desarrollo de los derechos 
humanos, en cabeza de los Estados que apuntarán a generar estándares 
uniformes de bienestar y de calidad de vida para todos, reconociendo la existencia 
de diferencias legítimas de índole cultural y política en la actuación de cada uno de 
esos derechos, al lado de la necesidad de profundizar y fortalecer la democracia y 
reforzar el sistema de las Naciones Unidas en la defensa de los derechos 
humanos. 
Desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos al 
Estado colombiano le compete tres obligaciones fundamentales: a) el deber de 
respetar los derechos establecidos en los tratados, b) el deber de garantizar el 
goce y pleno ejercicio de los derechos reconocidos a las personas que se 
encuentren bajo su jurisdicción y c) el deber de adoptar las medidas necesarias 
para hacer efectivos los derechos protegidos. 
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En Colombia el conjunto de normas que se han expedido para superar estas 
situaciones, han surgido en diferentes momentos históricos, políticos y sociales, 
obedeciendo más a las necesidades del momento, en función de las 
conveniencias del proceso de negociación de cada época y de los actores que 
adelantan el proceso. Esto ha generado que las normas no obedezcan a una 
política clara del Estado, que ofrezca continuidad y solución a las causas y hechos 
mismos del conflicto; sin poder caracterizar más allá de la coyuntura política el 
conflicto que vive nuestro país desde un punto de vista político y jurídico a la luz 
del derecho internacional y del derecho interno. 
Durante la década de los noventa, las guerras y los conflictos internos forzaron a 
más de 50 millones de personas en el mundo a huir de sus hogares, lo que 
representa 1 de cada 120 personas. A finales de la década, 5 de esos 50 millones 
eran desplazados internos. 
El desplazamiento en tierras en Jiguamiandò y Curvaradò están violando los 
derechos de las comunidades negras al disfrute del territorio, a la identidad e 
integridad cultural, al goce de un ambiente sano, al equilibrio ecológico, a la 
seguridad alimentaria, al acceso a la vivienda, al trabajo, a la libertad de 
locomoción y residencia y a la igualdad. También se están amenazando derechos 
fundamentales como el derecho a la vida digna, a la salud, a la libertad y a la vida. 
El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural INCODER, estableció que 22.022 
hectáreas de los territorios colectivos de las comunidades de  Jiguamiandó y 
Curvaradó están afectadas por los cultivos de palma aceitera y en menor grado, 
por la ganadería 
El desplazamiento es causado principalmente por la disputa territorial entre los 
actores armados al margen de la ley. La situación es aprovechada para la siembra 
de palma en los territorios de las comunidades desplazadas. Igualmente se supo 
que las ventas referidas se hicieron en la etapa inicial del desplazamiento y en 
muchos casos sin consentimiento de los beneficiarios. La situación señalada 
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generó el resquebrajamiento del tejido social, debilitando la representatividad de 
las comunidades y su capacidad de interlocución. 
Se recomienda incluir en las actuales mesas de diálogos de la paz en la Habana 
Cuba a representantes agrarios para garantizar el cumplimiento efectivo de la Ley 
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ANEXO A: EXPULSIÓN DE PERSONAS 1997 A JULIO DE 2010 POR 


































































Valle del Cauca 
Vaupés 
             Vichada 
145 638 
3 627 
            12 486 
 
Fuente: Colección Cuadernos 2011. Desplazamiento forzado tierras y territorios: la 
estabilización socioeconómica y la reparación Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo. Bogotá, Colombia, abril 2011. 
 
Nota: La tabla de expulsión presenta un panorama general del desplazamiento del país 
según el total departamental entre 1997 y 2010, de acuerdo con las cifras oficiales; de 
otro lado se presentan las cifras de expulsión de las 42 zonas (agrupaciones de 
municipios) con mayor número de personas desplazadas en el país. 
 
ANEXO B “A UN AÑO DE LA APROBACIÓN DE LA LEY DE VICTIMAS: UN 
BALANCE AGRIDULCE. “ 
 
Autor: Antonio Madariaga Reales, Director Ejecutivo Corporación Viva la 
Ciudadanía 18 de junio 2012. (Tomado de INFORIENTE ANTIOQUIA.) 
 
Anotaciones para la memoria histórica: Cuando se sancionó la ley de victimas y 
restitución de tierras, en la plaza de armas del Palacio de Nariño el 10 de junio de 
2011, en presencia del Secretario General de las Naciones Unidas, el señor Ban 
Ki Moon, algunos de quienes habíamos trabajado arduamente durante los cuatro 
años previos en el estímulo y acompañamiento a las víctimas y sus 
organizaciones para que participaran activamente en la construcción de la ley, a 
través del análisis de los proyectos y sus sucesivas versiones; tanto en el que fue 
hundido estentóreamente por el hoy expresidente Uribe, como el que fue 
finalmente aprobado por el Congreso, quienes habíamos viajado por todo el país 
recogiendo y sistematizando las necesidades y propuestas de las víctimas, 
quienes habíamos estado en el congreso, con las víctimas, haciendo incidencia y 
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entregando propuestas a los congresistas y en innumerables reuniones con 
funcionarios de los dos gobiernos, observábamos una tendencia que se ha 
mantenido durante todo este año de vigencia de la ley: Por un lado la desaparición 
de las víctimas y sus organizaciones como hacedores de política pública sobre sus 
derechos; en ese momento sólo el gobierno y el Congreso aparecían como 
autores de la ley y todo ese esfuerzo de las víctimas y sus organizaciones, las 
mas de 5.000 que se movilizaron, fue invisibilizado y pasaron a ser objeto de la 
aplicación de la ley. Fue muy importante el compromiso de un grupo de 
congresistas con esa deliberación de las víctimas; los representantes Germán 
Navas, Iván Cepeda y Guillermo Rivera, los senadores Juan Fernando Cristo, 
Jorge Londoño y Luis Carlos Avellaneda, para citar los más destacados. 
Como parte de la memoria histórica, habrá que recoger esa experiencia de 
deliberación y participación en la construcción de las leyes, que se encuentra 
parcialmente sistematizada, y que solo tiene antecedentes de participación 
ciudadana en los procesos de deliberación de los tiempos de efervescencia 
democrática posteriores a la expedición de la Constitución de 1991 y que dieron 
origen a la ley 115 de educación, a la ley 134 de mecanismos de participación, la 
ley 136 de municipios, la malhadada ley 100 de salud, etc. 
De otro lado, una inusual firmeza del presidente Santos en su compromiso con las 
víctimas y con la ley. No ha sido una práctica común de los mandatarios 
colombianos, más allá de la retórica, la expresión del compromiso con los sectores 
más violentados del país. 
 
La implementación de la ley 
Lo positivo: 
El lugar que los derechos de las víctimas, a propósito de la ley, ha mantenido en la 
agenda pública y de gobierno y que se expresa de diversas maneras. 
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• La permanente referencia en los medios de comunicación 
• La realización de actividades académicas sobre la ley 
• Los discursos públicos del presidente Santos y de algunos de sus funcionarios 
como el Ministro de Agricultura en defensa de la ley y de los derechos de las 
víctimas. 
• La actividad permanente de las organizaciones de victimas y que trabajan por los 
derechos de las victimas en el posicionamiento de agendas sobre la ley, en 
particular a nivel regional. 
• La incorporación del tema en el Plan de Desarrollo Nacional y en muchos (cerca 
de 700) de los Planes de Desarrollo Departamentales y Municipales. 
También ha habido una serie de avances en lo que se refiere a la construcción de 
la institucionalidad requerida a saber: 
• La definición del Conpes de Víctimas. 
• La expedición de los decretos reglamentarios que crean las Unidades de 
Atención y de Restitución, así como el Centro de Memoria Histórica. 
• La consulta previa y posterior expedición del decreto ley que desarrolla los 
derechos de los pueblos indígenas y en mucha menor medida la consulta a los 
pueblos afro y Rom. 
• La importancia dada al tema en algunos territorios, dentro de los que se destaca 
Bogotá con la creación de la Alta Consejería para las Víctimas y la inclusión de 
una importante política pública para las víctimas en el Plan de Desarrollo. 
• El funcionamiento de la Comisión Congresional de Seguimiento a la ley, con 
apertura a la participación de la sociedad civil 
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• La reciente fluidez del diálogo de las organizaciones de víctimas y de defensa de 
los derechos de las víctimas con las Unidades de Atención y Restitución. 
 
Lo negativo: 
Participación y representación de las víctimas. 
• A pesar de las repetidas solicitudes al gobierno nacional que reglamentara con 
participación de las victimas la participación de las mismas en los espacios 
definidos por la ley, esto no se ha hecho. Por lo tanto y ante la ausencia de un 
protocolo de participación los mas de 700 Comités de Justicia Transicional 
instalados en los territorios, se han hecho con una participación espurea de las 
víctimas que en el caso de Chigorodó en Urabá incluye en representación de las 
víctimas a la asociación de ganaderos ligada al apoyo y financiación de grupos 
paramilitares. 
• El Conpes y el Plan de Atención fueron aprobados sin participación de las 
víctimas a pesar del compromiso realizado por el DNP en la Comisión 
Intersectorial de Derechos Humanos de realizar una consulta del mismo 
• La falta de información es generalizada tanto de las características de la ley 
como de la ruta de acceso a los derechos, facilitando la confusión de las víctimas 
y de las autoridades territoriales. 
Articulación nación territorio 
• La falta de información y compromiso de autoridades locales es patente en 
muchos territorios lo que sumado a las carencias  presupuestales de los entes 
territoriales dan como resultado un precario acercamiento y capacidad de 




• La formación de los agentes de la Unidad es deficiente, lo que constituye un 
serio problema toda vez que muchos de ellos provienen de acción Social y por lo 
tanto se han especializado en la denegación de los derechos de las víctimas, a su 
vez las unidades creadas, (de atención y de restitución), tienen limitaciones 
presupuestales y de personal; lo que hace más precario aun el proceso. 
• A su vez las debilidades de las personerías, su excesiva carga de funciones y su 
origen electoral en los territorios no representan garantías adecuadas para el 
cumplimiento de las funciones que la ley les determina 
• Por su parte ni la Defensoría del pueblo, ni la Procuraduría han asumido la tarea 
que les corresponde en el Monitoreo de la ley. 
Si a todo lo anterior le agregamos la acción de los herederos del paramilitarismo, 
de los ejércitos de abogados que los despojadores tienen a su servicio y la 
incapacidad del gobierno para hacerles frente estamos ante un panorama que da 
lugar al título de esta nota. Queda al final del día o del año un sabor agridulce y la 
ley enfrenta en este terreno de la implementación grandes desafíos que deben ser 
rápidamente abordados so pena de su fracaso. 
  
 
 
 
 
